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JUICIO DE NULIDAD

EXPEDI ENTE: TJA/4aSERA/0 1 7 1201 8

ACTOR: 

AUTORIDAD RESPONSABLE:
LICENCIADO  

, AGENTE DEL MINISTERIO
PÚBLICO VISITADOR, ADSCRITO A
LA VISITADURíA GENERAL DE LA

FISCALíA GENERAL DEL ESTADO
DE MORELOS.

MAGISTRADO PONENTE: MANUEL
GARCíA QUINTANAR.

Ctrernavaca, Morelos; a cuatro de noviembre de dos mil
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:NTENCIA definitiva, dictada en el juicio de nulidad

rdo con el número de eÍpediente
ERA/017t2018, promovido por  

, en contra del LICENCIADO 
 AGENTE DEL MINISTERIO PÚBLICO VISITADOR,

ADSCRITO A LA VISITADURíA GENERAL DE LA FISCAL|A

GENERAL DEL ESTADO DE MORELOS. Que se dicta en

cumplimiento a la ejecutoria emitida con fecha treinta de julio de

dos mil veinte, en el juicio de amparo directo administrativo

68712019 del índice del Tercer Tribunal Colegiado en Materias

Penal y Administrativa del Decimoctavo Circuito:

GLOSARIO

Acto impugnado "Lo constituye Ia Resolución

Definitiva de fecha 02 de octubre

de 2017; a través de la cual, el

Licenciado  ,

Agente del Ministerio Puþlico

adscrito a Ia Visitaduría General

de Ia Fiscalía General del Estado,
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Constitución Local

Ley de Ia materia

Autoridad
demandada

decretó en ml contra una sancion
consistente en Destitucion del
Caryo que venía dese peñando
como   

l, en el Procedimiento
de Responsabilidad
Administrativa Número

 instaurado en
contra del suscrito..." (Sic)

Constitución Polítíca del Estado
Libre y Soberan'o de Morelos.

Ley de Justicia Administrativa del
Estado de Morelos.

Ley del Sistema de Seguridad
Pública del Estado de MoreJos.

Licenciado   ,
Agente del Ministerio público

Visitador, adscrito a la Visitaduría
General de la Fiscalía General del
Estado.

Ley del Srbfema

Actor o demandante  

Tribunal u órgano Tribunar de Justicia Administrativajurisdiccional del Estado de Morelos.

ANTECEDENTES

PRIMERO. Por escrito recibido el dos de marzo de dos mil
dieciocho,  , Pof su propio
derecho compareció ante este Tribunal a demandar la nulidad del
acto impugnado, para lo que relató los hechos, .expresó las
razones por las que se impugna el acto o resolución, y ofreció los
medios de prueba que fueron agregados al expediente que hoy
se resuelve, así también, solicitó la suspensión del acto.
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SEGUNDO. Mediante acuerdo de fecha seis de marzo de
dos mil dieciochor, se admitió a trámite la demanda de nulidad,
ordenándose con las copias del escrito inicial de demanda y sus
anexos, realizar el emplazamiento y correr traslado a la autoridad
demandada, para que dentro del plazo de diez dÍas formulara la

contestación de demanda, con el apercibimiento de ley. En el
mismo acuerdo se negó la suspensión del acto.

TERCERO. Por acuerdo de fecha veinticuatro de abril de
dos mil dieciocho2, se tuvo por presentada la contestación de
demanda por pade de la autoridad demandada y por exhibida la
copia certificada del expediente laboral de  

, y el expediente administrativo ,
los cuales obran en cuerda separada; en consecuencia, se
ordenó dar vista al demandante, para que en el plazo de tres días
manifestara lo que a su derecho correspondiera, apercibido que

de no hacerlo se tendría por perdido su derecho para tal fin.

CUARTO. El veintiocho de mayo de dos mil dieciocho3,
se tuvo por presentado al representante procesal de la parte

demandante, desahogando la vista ordenada en el numeral
precedente; y en relación a la documental que anexó a su escrito,

se le requirió para el efecto de que dentro del plazo de tres días
remitiera copia simple de la documental para correr traslado y dar

vista a la autoridad demandada, bajo apercibimiento de multa.

QUINTO. Por auto de fecha ocho de noviembre de dos
mil dieciochoa, toda vez que se omitió ordenar la notificación
personal del demandante, respecto del requerimiento ordenado

en el acuerdo precedente, se procedió a regularizar el

procedimiento a efecto de que se subsanara dicha omisión.

SEXTO. En fecha tres de diciembre de dos mil
dieciochos, se tuvo por presentado a la parte demandante,

remitiendo la copia de traslado requerida, en consecuencia, se

ordenó dar vista y correr traslado a la autoridad demandada con

1 Fojas 33-34
2 Foja 60.
3 Fo¡a 80
4 Foja 81
5 Foja 88
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la copia simple exhibida por el actor, por el plazo de tres días, a
efecto de que manifestara lo que a su derecho correspondiera.

SÉPTIMO. Mediante acuerdo de fecha quince de enero
de dos mil diecinueveG, se tuvo por presentado en tiempo y
forma a la delegada de la autoridad demandada, dando
contestación a la vista ordenada por diverso auto de fecha tres
de diciembre de dos mil dieciocho.

OCTAVO. Con fecha veinticinco de febrero de dos mil
diecinueveT, se certificó que el plazo de quince días que la Ley
de la materia concede para ampliar la demanda, feneció sin que
la parte demandante lo realizara, en consecuencia, se mandó
abrir el juicio a prueba por el término de cinco días común para
las partes, para que ofrecieran las pruebas que a su derecho
correspondieran, apercibiéndolos que, de no hacerlo así,
precluiría su derecho para tal efecto.

NovENo, Previa certificación, mediante auto de fecha
primero de abril de dos mil diecinueves, ta sala Especializada
que instruyó, hizo constar que dentro der prazo concedido, la
delegada procesal de la pafte demandada ofreció diversas
pruebas, en cambio, la parte actora no lo hizoi por tal razón, se
proveyeron las pruebas ofrecidas y las que obraron en sumario,
admitiendo al demandante DOCUMENTAL clENTiFlcA y
PRIVADA, y a la parle demandada, DOCUMENTALES
PÚBLICAS Y CIENTíFICA, INFORME DE AUTORIDAD A CATgO

de la Dirección de Recursos Humanos del Gobierno del Estado
de Morelos, PRESUNCIONAL LEGAL y HUMANA e
INSTRUMENTAL DE ACTUAOIONES . para mejor proveer se
recabó la copia certificada del expedíente administrativo del que
emana el acto impugnado y el expediente laboral de 

 . En ese mismo auto se señaló fecha y
hora para que tuviera verificativo la audiencia de ley.

DÉclMo. En acuerdo del veintitrés de abril de dos mil
diecinuevee, se tuvo por rendido el informe de autoridad por
parte del Director General de Recursos Humanos de la

6 Foiagz-93
7 Foia94
8 Fojas 100-105
e Fo;as 126-127
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Secretaría de Administración del Poder Ejecutivo del Estado de
Morelos, en consecuencia, se ordenó dar vista a las partes. En

ese misrno auto se requirió a la autoridad demandada, oferente
de la prueba, para que aclarara por cuanto al inciso d) del informe
de cuenta.

OÉClUtO PRIMERO. En fecha trece de mayo de dos mil
diecinuevê1O, se tuvo por presentada en tiempo y forma a la
delegada de la autoridad demandada, dando contestación a la
vista ordenada por diverso auto de fecha veintitrés de abril de
dos mil diecinueve, asítambién se le tuvo dando cumplimiento al

requerimiento ordenado en ese mismo auto, consecuentemente
se ordenó requerir el informe correspondiente al Titular de la
Director General de Recursos Humanos de la Secretaría de

Administración del Poder Ejecutivo del Estado de Morelos.

DÉC¡MO SEGUNDO. El diecisiete de mayo del dos mil
diecinuevelr, fecha señalada para que tuviera verificativo el

desahogo de la audiencia prevista por el artículo 83 de la Ley de

Justicia Administrativa del Estado de Morelos, se ordenó diferir
la misma al no encontrarse debidamente preparada, toda vez que

se encontraban pruebas pendientes por desahogar.

DECIMO TERCERO. En acuerdo del cuatro de junio de

dos mil diecinuevelz, se tuvo por rendido el informe de

autoridad por parte del Director General de Recursos Humanos

de la Secretaría de Administración del Poder Ejecutivo del Estado

de Morelos, en consecuencia, se ordenó dar vista a las partes.

En ese nnismo auto se ordenó requerir a la Dirección General de

Contabilidad de la Secretaría de Hacienda del Gobierno del

Estado de Morelos, informe de autoridad.

OÉClfvlO CUARTO. En fecha veinte de junio de dos mil
diecinubvel3, toda vez que la delegada de la autoridad

demandada, presentó fuera de tiempo el escrito de contestación

a la vistä ordenada por auto de fecha cuatro de junio de dos mil

diecinueve, no tuvo lugar a tenerle por desahogada Ia vista; y por

ro Fojas 135-136
lrFojas 138-139
12 Fojas 148-149
13 Fojas 164-165
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lo que corresponde a la parte actora se tuvo por perdido su
derecho para realizar rnanifestación qlguna con posterioridad.

DECIMO QUINTO. En acuerdo del veinticuatro de junio
de dos mil diecinuevel4, se tuvo por presentado ar Dirección
General de contabilidad de la secretaría de Hacienda del
Gobierno del Estado de Morelos, visto et contenido de su oficio,
se tuvo por hechas las manifestaciones y en consecuencia se le
requirió de nueva cuenta.

DECIMO SEXTO. El nueve de julio de dos mil
diecinuevel5, se tuvo por rendido el informe de autoridad por
parte del Director General de contabílidad de la Secretaría de
Hacienda del Gobierno del Estado de Morelos, en consecuencia,
se ordenó dar vista a las partes.

DEclMo sÉPTlMo. por autos de fecha dieciséis de
agosto de dos mil diecinuevelo y vgintitrés de agosto de dos
mil diecinuevelT, toda vez que ra autoridad demandada ni la
parte actora, respectivamente, desahogaron la vistq orde,nada en
el auto precedente, se tuvo por precruido su derecho para hacer
manifestación alguna con posterioridad.

DEclMo ocrAvo. La audiencia de pruebas y alegatos
prevista por el artículo 83 de la Ley de Justicia Administrativa del
Estado de Morelos, se verificó er día veintisiete de agosto de
dos mil diecinuevels; se declaró abierta la misma, haciéndose
constar la incomparecencia de las partes, no obstante de
encontrarse debidamente notificadas; al no existir cuestiones
incidentales pendientes por resolver, se procedió al desahogo de
las pruebas que fueron admitidas en la etapa procesal
correspondiente, posteriormente se pasó a la etapa de alegatos,
en la que se tuvo por presentados los alegatos de la autoridad
demandada, y por cuanto al demandante se declaró perdido el
derecho para formularlos. Así, al encontrarse debidamente
integrado el expediente, se decraró concluida la instrucción y se
citó a las partes para oír sentencia definitiva, la cual se dictó en

14 Fojas 168-169
15 Fojas 191-192
t6 Fo¡a t99
17 Fo¡a 20l
I8 Fojas 202-204
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Sesión de Pleno de fecha nueve de octubre de dos mil
diecinuevele.

OÉCIUIO NOVENO. lnconforme, la parte demandante
interpuso juicio de amparo directo administrativo, el cual se
radicó en el Tercer Tribunal Colegiado en materias Penal y
Administrativa del Decimoctavo Circuito, bajo el número
68712019, concluido con la ejecutoria dictada el treinta de julio
de dos'mil veinte, concediendo la protección de la justicia

federal al quejoso, para los siguientes efectos:

"1. Deje rnsubsisfente Ia sentencia reclamada
dictada el nueve de octubre de dos mil
diecinueve, êfr el juicio administrativo
TJN4aSERNj17/2018.

2. Emita una nueva, en la que, deje íntocado
todo aquello que no fue materia de concesion
y de análisis constitucional.

3. En términos de lo expuesto en esfa
ejecutoria, condene a la autoridad
demandada a la exhibicion de /as consfancias
de /as aportaciones que Ia autoridad
responsable tuvo que hacer al lnstituto de
Crédito para los Trabajadores al Servicio del
Gobierno del Estado de Morelos (ICTSGEM)"
(Sic)

VrcÉSlMO. En cumplimiento a la ejecutoria federal, en

auto dictado por el Magistrado Presidente de este Tribunal, con

fecha nueve de octubre de dos mil veinte20, Se dejó insubsistente

la sentencia definitiva de fecha nueve de octubre de dos mil

diecinueve; en la misma fecha, se ordenó turnar los autos para

dictar una nueva resolución, lo que ahora se realiza en base a

los siguirentes:

RAZONES Y FUNDAMENTOS

l. COMPETENCIA. Este Tribunal es competente para

conocer y resolver el presente asunto, en virtud de que se

promueve en contra de acto de autoridad de la Fiscalía General

del Estado de Morelos.

re Fojas 207-238.
20 Foja 286.
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Lo anterior con fundamento en los aftículos 116 fracción V
de la constitución Política de los Estados unidos Mexicanos, 10g
bis de la Constitución Local, 1, 3, T, 85, BO y Bg de la Ley de
Justicia Administrativa del Estado de Morelos; 1 , 3 fracción lX, 4
fracción lll, 16, 18 inciso B) fracción ll, inciso l) y la disposición
transitoria segunda de la Ley orgánica del Tribunal de Justicia
Administrativa del Estado de Morelos, ambos ordenamientos
legales publicados el día diecinueve de julio del dos mil diecisÍete,
en el Periódico Oficial "Tierra y Libedad" numero 5514; 43
fracción 1l',47 fracción ll y 196 de la Ley del sistema de seguridad
Pública del Estado de Morelos.

ll. EXlsrENclA DEL Acro. por razon de método en el
Juicio de Nulidad, en primer lugar se debe analizar y resolver
respecto a la existencia o inexistencia del acto impugnado, pues
de no existir el acto que se impugna, por razones de lógica,
resultaría ocioso ocuparse de cualquier causa de improcedencia,
u ocuparse del estudio de fondo de la controversia planteada, es
decir, que para el estudio de las causares de improcedencia, o
de fondo, en primer lugar se debe de tener ra certeza de que son
ciertos los actos impugnados.

En este tenor, la existencia del acto impugnado quedó
acreditada con la documental recabada de oficio por la sala
Especializada, consistente en la copia certificada del expediente
administrativo número 11 relativo al
PROCEDIMIENTO DE RESPONSABILIDAD ADMINISTRATIVA
instruido por la vlslrADURíA GENERAL de la entonces
PROCURADURíA GENERAL DE JUSTICIA DEL ESTADO DE
MoRELos en contra del aquí actor,  

, que obra en cuerda separada del folio número
274 al 958; documental pública de varor probatorio pteno, en
términos de lo establecido en los artículos 490 y 4g1del código
Procesal civil para el Estado Libre y soberano de Morelos, de
aplicación complementaria a la ley de la materia.

III. FIJACION CLARA
CONTROVERTIDO.

Y PRECISA DEL PUNTO

En términos de lo previsto por er artículo g6 fracción I de la
Ley de Justicia Administrativa der Estado de Morelos, se procede

8
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a fijar de manera clara y precisa el punto controvertido

La controversia en el presente juicio se centra en
determinar si la resolución del dos de octubre de dos mil
diecisiete, dictada por el LICENCIADO  

, AGENTE DEL MINISTERIO PÚBLICO VISITADOR
ADSCRITO A LA VISITADURÍA GENERAL DE LA FISCALÍA
GENERAL DEL ESTADO DE MORELOS, en autos del
expediente de responsabilidad administrativa número

, resulta ilegal o no, alaluz de las razones de
impugnación hechas valer por el demandante.

lV. GAUSALES DE IMPROCEDENCIA. Por tratarse de
una cuestión de orden público y estudio preferente, en términos
de lo establecido en el último párrafo del artículo 37 de la ley de
la materia, ésta potestad procede a realizar el estudio de las

causales de improcedencia, para verificar si en la presente

controversia se actualiza alguna de las previstas en el precepto

mencionado; ello en concordancia con lo establecido en el

siguiente criterio jurisprudencial de aplicación analógica y de

observahcia obligatoria según lo dispone el artículo 217 de la Ley
de Amparo:

IMPROCEDENCIA. ESTUDIO PREFERENCIAL DE
tAS CAUSATES PREYTSTAS EIV EL ARTíCULO
73 DE LA LEY DE AMPARO.2I

De conformidad con Io dispuesto en el último párrafo

del artículo 73 de la Ley de Amparo las causales de

improcedencia deben ser examinadas de oficio y
debe abordarse en cualquier instancia en que el
juicio se encuentre; de tal manera que si en la
revisión se advierfe que existen ofras causas de

estudio preferente a la invocada por el Juez para

sobresee4 habrán de analizarse, srn atender
razonamiento alguno expresado por el recurrente.

Esfo es así porque si bien el aríículo 73 prevé

diversas causas de improcedencia y todas ellas

conducen a decretar e/ sobreseimiento en el iuicio,
sin analizar elfondo del asunto, de entre ellas existen

algunas cuyo orden de importancia amerita que se

21Nou"n. Época, Núm. de Registro: 194697, lnstancia: Primera Sala, Jurisprudencia, Fuente: Semanario

Judicial de la Federación y su Gaceta, Tomo lX, Enero de 1999, Materia(s): Común, Tesis: 1a /J. 3/99,

Página: 13.
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estudien de forma preferente. Una de esfas causas
es la inobseruancia al principio de definitividad que
rige en el juicio de garantías, porque s¿

efectivamente, no se atendió a ese principio, la
acción en sí rnisma es improcedente, pues se
entiende que no es ésfe el momento de ejercitarla; y
la actualización de esfe motivo conduce al
sobreseimiento total en el juicio. Así, si el Juez de
Distrito para sobreseer atendio a la causal propuesta
por |as responsables en el sentido de que se
consintió la ley reclamada y, por su pañe, consideró
de oficio que respecto de los resfanfes acfos había
dejado de existir su objeto o materia; pero en revisión
se advierte que existe otra de estudio preferente
(inobsenrancia al principio de definitividad) que daría
lugar a/ soöreseimiento total en el juicio y que, por
ello, resultarían inatendibles /os agravios que se
hubieren hecho valer, lo procedente es invocar tal
motivo de soórese imiento y con base en él confirmar
la sentencia, aun cuando por diversos motivos, al
sustentado por el referido Juez de Distrito.

Del escrito de contestación de demanda, se advierte que
la autoridad hizo valer la causal de improcedencia contemplada
en la fracción lll del adículo 37 de la ley de Justicia Administrativa
del Estado de Morelos; en consecuencia, solicitó el
sobreseimiento en térrninos de la fracción ll del artículo 3g de la
citada ley.'

Resulta infundada la causal invocada, consistente en
"contra acúos que no afecten el interés jurídico o legítimo det
demandante". Dado que es evidente, que la resolución
impugnada sí afecta el interés jurídico del demandante, toda vez
que en la misma se le sanciona con la destitución de su empleo
cargo o com¡sión, siendo evidente la afectación a su esfera
jurídica al trascender en su ámbito personal de derechos.

una vez realizado el estudio oficíoso de las demás
causales de improcedencia, se estima que no hay imposibilidad
para el proseguimiento del presente fallo, por lo que es
procedente el análisis del fondo de la cuestión planteada.

V. RAZONES DE IMPUGNACIóN. Las razones de
impugnación esgrimidas por el actor se encuentran visibles a
fojas ocho a veinticuatro del sumario, mismas que se tienen aquí

10
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como íntegramente reproducidas en obvío de repeticiones
innecesarias, pues el hecho de omitir su transcripción en el
presentê fallo, no significa que éste Tribunal en Pleno, esté
imposibilitado para el estudio de las mismas, cuestión que no
implica violación a precepto alguno de la ley de la materia,
esencialmente, cuando el principio de exhaustividad se satisface
con el estudio de cada una de las razones de impugnación
esgrimidas por el actor.

Al efecto es aplicable el criterio jurisprudencial con el

rubro siguiente:

''CONCEPTOS DE VIOLACION O AGRAVIOS.
PARA CUMPLIR CON tOS PRINCIPIOS DE
CONGRUENCIA Y EXHAUSTIVIDAD EN tAS
SENTENCIAS DE AMPARO ES 

'NTVECESAR'A 
SU

IRAÎVSCR IPCION.22

De los preceptos integrantes del capítulo X "De las

senfencias", deltítulo primero "Reg/as generales", del
libro primero "Del amparo en general", de la Ley de

Amparo, no se advie¡fe como obligación para el
juzgador que transcriba los conceptos de violación

' o, en su caso, los agravios, para cumplir con los
príncipios de congruencia y exhaustividad en las

sentencias. pues tales principios se satisfacen

cuando precisa /os puntos su7'efos a debate,

derivados de Ia demanda de amparo o del escrito de

expresión de agravios, /os estudia y /es da

respuesfa, la cual debe esfar vinculada y
corresponder a los planteamientos de legalidad o

constitucionalidad efectivamente planteados en el

pliego correspondiente, srn introducir aspecfos

disfrntos a los que conforman la litis. Sin embargo, no

exr'sfe prohibición para hacer tal transcripcion,

quedando al prudente arbitrio del iuzgador realizarla

o no, atendiendo a las características especiales del

caso, sln demérito de que para satisfacer /os

principios de exhaustividad y congruencia se

estudien /os planteamientos de . legalidad o

inconstitucionalidad que efectivamente se hayan

hecho valer."

22Nou"n" Época, Núm. de Registro: '164618, lnstancia: Segunda Sala, Jurisprudencia, Fuente:

Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Tomo XXXI, Mayo de 2010, Materia(s): Común, Tesis:

2a.lJ. 5812010, Página: 830
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V. ANÁLISIS ÐE LAS RAZONES DE IMPUGNACIÓN.

En la primera razon de impugnación, el demandante
argumenta esencialmente que:

La resolución impugnada es ilegal, toda vez que se
encuentra apoyada en las evaluaciones carentes de
validez, pues fueron practicadas cuando el centro
emisor no contaba con la acredítación del Centro
Nacional de Certificación y Acreditación.

En relación con lo anterior, la autoridad demandada
argumento lo siguiente:

Por cuanto al primer agravio, es fundado pero
inoperante para decretar la nulidad de la resolución
impugnada; esto es así, ya que como se desprende de
las actuaciones que conforman el procedimiento de
responsabilidad administrativa bajo el cual se le sujetó
al servidor público al momento en que este dio
contestación a los hechos instruidos en su contra, no
hizo valer ningún medio de defensa relacionado con
este hecho, en consecuencia, tampoco ofreció ni se
encuentra desahogada ninguna prueba que sustente
las afirmaciones del ahora promovente, es decir
respecto de que al momento en que se le practicaron
sus evaluaciones de control y confian;za el Centro de
Evaluación del Estado de Morelos carecía de la
certificación correspondiente; en tales consideraciones
este medío de defensa debió de haberlo hecho valer al
momento de la contestación de la queja y no ante este
Órgano Colegiado; por tanto al no haberlo hecho y
acreditado en términos del artículo 3g6 del Código
Procesal Civil Vigente de aplicación supletoria a la Ley
Orgánica de la Fiscalía Generat del Estado, no se
puede considerar que la autoridad que se demanda
incurrió en una ilegalidad.

Del análisis a los argumentos antes expuestos, este
Tribunal considera que la razon de impugnación que nos ocupa,
resulta inoperante, en atención a lo siguiente:

a

a
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De la copia certificada del expediente administrativo
número 1 relativo al PROCEDIMIENTO DE
RESPONSABILIDAD ADMINISTRATIVA instruido por la

VISITADURíA GENERAL de Ia entonces PROCURADURiA
GENERAL DE JUSTICIA DEL ESTADO DE MORELOS en contra
del aquí actor, , que obra en
cuerda separada; se tiene el acuerdo de fecha treinta de junio de
dos mil once23, a través del cual se ordenó realizar el

emplazamiento correspondiente al probable responsable 
 con cargo de    

 del Estado, y correr traslado con el juego de copias
autorizadas de las constancias exhibidas que contienen los

hechos que se le imputaron, dentro de las cuales se encuentra,
el expediente en el que consta la evaluación de control de
confianza practicada al hoy aclor24, remitido por parte del

Coordinador del lnstituto de Evaluación, Formación y

Profesionalización, asícomo el resultado de dicha evaluación, de

fecha nueve de junio de dos mil once2s, suscrito y firmado por la
Licenciada , en su carácter de

Directora General del Centro de Evaluación y Control de

Confianza; a efecto de que dentro del plazo de quince días

hábiles, diera contestación a la queja interpuesta en su contra,

opusiera defensas, excepciones y ofreciera las pruebas que

estimara convenientes para su defensa.

El citado acuerdo de fecha treinta de junio de dos mil once,
por el cual fue emplazado el C.  y

se le corrió traslado con el juego de copias de las constancias
que contienen los hechos que se le imputaron, a efecto de que

diera contestación a la queja interpuesta en su contra, opusiera

defensas, excepciones y ofreciera las pruebas que estimara

convenientes para su defensa; le fue notificado el uno de julio del

dos mil once, tal y como se desprende de la constancia que obra

a foja 417 del expediente administrativo número

QAJSC/04112011, que obra en cuerda separada.

Documentos públicos de valor probatorio pleno, en

términoô de Io establecido en los artículos 490 y 491 del Código

23 Fojas 406-416 Cuerda Separada
2a Fojas 29'I-38I Cuerda Separada
25 Foja 297 Cwrda Separada
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Procesal civil para el Estado Libre y soberano de Morelos, de
aplicación complementaria a la ley de la materia.

En ese tenor, tenemos que el hoy demandante tuvo
conocimiento de las constancias correspondientes a la
evaluación de control de confianza que le fue practicada por el
centro de Evaluación y control de confianza, así como der
resultado de dicha evaluación, de fecha nueve de junio de dos
mil once; desde el uno de julio de ese mismo año, fecha en que
fue emplazado y se le corrió traslado con dichos documentos.

En tales consíderaciones, el hoy demandante, al momento
de dar contestación a la queja lnterpuesta en su contra, estuvo
en posibilidad de hacer valer su argumen.to encaminado a
reclamar que las evaluaciones eran carentes de validez, por
considerar que el centro de Evalua'ción y control de Confianza,
no contaba con la acreditación del centro Nacional de
Certificación y Acred Ítación.

sin embargo, del escrito signado por el c. 
6, por el cual da contestación a la queja interpuesta

en su contra, radicada en el expediente administrativo número
; no se desprende que haya hecho valer algún

argumento encaminado a controvertir la validez de las
evaluaciones derivado de la supuesta falta de acreditación del
centro de Evaluación y control de confianzapor parte del centro
Nacional de certificación y Acreditación, por lo que en ese
contexto, precluyó su derecho para hacer valer dicha
reclamación en este juicio de nulidad, ya que esos aspectos
quedaron firmes, sin posibilidad de una impugnación posterior,
derivado precisamente de ese consentimiento.

Por lo que se estima que la razón de impugnación que el
actor hace valer en el presente Juicio, resulta inoperante, al no
haber sido invocada al momento de dar contestación a la queja
interpuesta en su contra, radicada en el expediente
administrativo número ; de ahí que si no lo hizo
valer en su momento y pretende hacerlo en el presente juicio de
nulidad, la razon de impugnación constituye un aspecto

26 Fojas 434-453 Cuerda Separada
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novedoso que no tiende a combatir los fundamentos y motivos
establecidos en la sentencia recurrida.

A mayor abundamiento debe decirse, que el argumento
del demandante no logra invalidar las evaluaciones de control de
confianza que le fueron practicadas.

Ello es así, toda vez que la Ley General del Sistema
Nacíonal de Seguridad Pública, publicada en el Diario Oficial de

la Federàción el 2 de enero de 2009, en su precepto dispone:

Artículo 107.- Los ceftificados que emitan /os
Centros de Evaluación y Controlde Confianza de las

lnstituciones de Seguridad Publica o lnstituciones
Privadas, sólo tendrán validez si el Centro emisor
atenfe aôn la aarertifaaión vioenfe del Cenlro

Nacionalde Cerfificación v Acreditacion. en cuanto a

sus procesos-v su personal. durante la vigencia que

establezca el Reglamento que emita el Ejecutivo
Federal.

Cuando en los procesos de certificacion a cargo de
/os Cenfros de Evaluación y Control de Confianza de

las lnstituciones de Seguridad P(tblica intervengan

lnstituciones privadas, ésfas deberán contar con la
acreditación vigente del Centro Nacional de

Ceftificación y Acreditación. En caso contrario, el
proceso carecerá de validez.

El seis de mayo del dos mil nueve, fue publicado en el

Periódico Oficial "Tierra y Libertad" número 4706 el Decreto por

el que se crea el Centro de Evaluación y Control de Confianza

del Estado de Morelos, que es el'nuevo nombre que se le da a la

anterior Dirección General de Reclutamiento y Selección,

estipulando que el objeto de esta lnstancia es la certificación y

evaluación de los elementos de las col'poraciones e instituciones

de Seguridad Pública en el Estado de Morelos; la cual operará a

través de una unidad administrativa del Colegio Estatal de

Seguridad Pública.

El ocho de febrero de dos mil once, el Centro Nacional

de Cèr'tificación y Acreditación, emitió el oficio

SESNSP/CNCA/16412011 mediante el cual se otorga al Centro

de Evaluación y Control de Confianza del Estado de Morelos la
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cedificación de sus procesos con clave MORCPI BV3l 101727,
información que se puede consultar en la página electrónica de
transparencia del Gobierno del Estado de Morelos. En este
aspecto, es aplicable la tesis que enseguida se insefta
textualmente.

"rNFoRMAclót¡ coNTENtDA EN pÁctruas oe
INTERNET. SU VALOR PROBATORIO EN EL
JUICIO CONTENCIOSO ADMINISTRATIVO
FEDERAL2s.

De la interpretación de los artículos 88, 197, 21A-Ay
217 del Código Federal de Procedimientos Civiles,
así como 46 de la Ley Federal de procedimiento

Contencioso Administrativo,, se colige que los datos
publicados en documentos o páginas situadas en
redes informáticas constituyen', presumiblemente y,
salvo prueba en contrario, un hêcho notorio, por
formar parte delconocimiento genêral, y un elemento
de prueba, en tanto cumplan las exigencias de
dichos preceptos, las cuales deben considerarse
cuando haya objeciones respecto a aspectos
puntuales y como referente para valorar su fueza
probatoria. Por tanto, la información contenida en
una página de lnternet puede tomarse como prueba
plena, cuando haya sido ofrecida en el juicio
contencioso administrativo federal, o bien, invocada
como hecho notorio.'

De lo anterior, emerge lo infundado del argumento del
demandante, toda vez que, el certificado del resultado de la
evaluación de control y confianza, que se le practicó, fue emitido
el día nueve de junio de dos'm,il once, es decir, durante la
vigencia de la certificación del centro Local de Evaluación.

No es óbice para así considerarlo, el hecho de que los
exámenes se practicaron en las siguientes fechas:

27 Fuente:
Control de
fecha diez
del

Manual de Organización de la Di¡e del Centro de
Conftanzadel Secretariado Ejecutivo atal de Segurid
de octubre de dos mil once, en consu electróniõa de

Gobierno del de

28 Época: Décima Época. Registro: 2o17oog. lnstancia: Tribunales, colegiados de circuito.
Tipo de Tesis: Aislada. Fuente: Gaceta del Semanario Judicial de la Federación. Libro 54,
Mayo de 2018, Tomo lll. Materia(s): Administrativa. Tesis: 1.4o.A.110 A (10a.). página: 2579.
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Toda vez que, el dispositivo 107 de la Ley General del

Sistema Nacional de Seguridad Pública, sujetó la validez del

certificaÇo de evaluación, a que el Centro emisor contara con la
acreditación vigente al momento de su expedición.

Ello es lógico, puesto que el certificado de evaluación

comprende el análisis de los resultados de cada uno de los

exámenes practicados, lo que implica que para su emisión se

realizo el estudio de cada una de las evaluaciones y sus

resultados, que permiten al Centro de Evaluación realizar una

interpretación que lo lleve al resultado integral, es decir, la

aprobación o reprobación.

Entonces, si el Centro de Evaluación en la fecha de la
emisión del certificado, ya contaba con el aval del Centro

Nacional de Certificación y Acreditación, resultó correcto que la
autoridad demandada le confiriera valor probatorio.

En la segunda razon de impugnación, el demandante

argumenta esencialmente que:

La autoridad responsable requirió al titular del lnstituto

de Evaluación, Formación y Profesionalización, a

efecto de que remitiera copias debidamente ceftificadas

del expediente completo de evaluación y confianza

practicados a , así como

los resultados correspondientes y en los cuales su

resultado integral fue no aprobado, sin embargo la
autoridad requerida no dio cabal cumplimiento a lo

solicitado por el Visitador General, y esta autoridad, en

flagrante violación al derecho de audiencia dictó

sentencia definitiva en la que decretó como sanción la

destitución, pero sin contar con elementos de prueba y

convicción que robustezcan la infracción administrativa
que se me atribuye, y por la otra parte nunca se me hizo

a
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Fecha en que se practicó:

29 de octubre de 20'10

29 de octubre de 2010
14 dejunio de 2010

03 de junio de 2011

06 de junio de 2011

Tipo de Evaluación:

Médica

Socioeconómico

Toxicología

Psicología

Polígrafo
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saber en forma completa la naturaleza y causa de la
imputación administrativa en mi contra, quedando en
estado de indefensión al no saber ni conocer los
nombres de los supuestos profesionistas que realizaron
las diversas evaluaciones y mucho menos el resultado
de las mismas.

En relación con lo anterior, la autoridad demandada
argumento lo siguiente:

El segundo agravio que se analiza es totalmente
inoperante para decretar la nulidad de la resolución que
se combate, ello es sÍ, ya que el actor afirma que se
ordenó mediante oficio al Tltular del lnstituto de
Evaluación, Formación y Profesionalización remitiera
copias debidamente certificadas del expediente
completo de evaluación .de confianza y exámenes
practicados al C.   ,
sin embargo la autoridad no dio cabalcumplimiento a lo
solicitado; en efecto es ínoperante e inatendible por que
gl actor no especifica a que acuerdos se refiere; en
segundo término por que contrario a lo que afirma,
dentro del procedimiento administrativo seguido en su
contra, sí existe copia certificada del expediente
conformado con motivo de su proceso de evaluación de
control y confianza, por tanto no se le dejó en estado de
indefensión ya que conoce las causas por las que
resultó no aprobado, y que por ende dan como
resultado que no reúne los requisitos que los
ordenamientos legales exigen para continuar en su
cargo.

En el caso concreto, este Tribunal considera que el
agravio expuesto resulta infundado.

contrario a lo que sostiene el demandante, en la copia
certificada del expediente administrativo número

11 retativo ar pRocEDtMtENTO DE
RESPoNSABILIDAD ADMrNrsrRATlvA instruido por la
VISITADURÍA GENERAL dE IA ENTONCCS PROCURADURÍA
GENERAL DE JUSTtctA DEL ESTADO DE MoRELos en contra
del aquí actor,   que obra encuerda separada; consta el oficio número

o
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e, de fecha 23 dejunio del dos
mil once, signado por el Gral. De Bgda. Ret.  

, Coordinador del lnstituto de Evaluación
Formación y Profesionalización; a través del cual remitió a la Lic.

 , Agente del Ministerio Público
adscrito a la Visitaduría General, copia certificada del expediente
completo de la Evaluación de Control de Confianza practicada al

C.  , adjuntando el resultado
integral,iasí como cada una de las fases de la evaluación de

Control ,de Confianza practicadas al servidor público citado;
siendo estos los elementos de prueba y convicción, que sirvieron
de sustento para la autoridad demandada, a efecto de imponer
la sanción de destitución del hoy demandante.

Asítambién, obra agregado en autos, el acuerdo de fecha
treinta de junio de dos mil once3o, a través del cual se ordenó
realizar el emplazamiento correspondiente al probable

responsable , con cargo de 

 del Estado, y correr traslado con el juego

de copias autorizadas de las constancias exhibidas que

contienen los hechos que se le imputaron, dentro de las cuales

se encuentra, el expediente en el que consta la evaluación de

control de confianza practicada al hoy actor3l, el cual fue remitido
por parte del Coordinador del lnstituto de Evaluación, Formación
y Profesionalización, así como el resultado de dicha evaluación,

de fechâ nueve de junio de dos mil once32, suscrito y firmado por

la Licençiada  , en su carácter de

Directora General del Centro de EvaluaciÓn y Control de

Confianza; el cual le fue notificado al hoy actor, el uno de julio del

dos mil once, tal y como se desprende de la constancia que obra

a foja' 417 del expediente administrativo nÚmero

, que obra en cuerda separada.

Documentos públicos de valor probatorio pleno, en

términos de lo establecido en los artículos 490 y 491 del Código

Procesal Civil para el Estado Libre y Soberano de Morelos, de

aplicación complementaria a la ley de la materia.

2e Foja 295 Cuerda Separada
30 Fojas 406-416 Cuerda Separada
3r Fojas 29i-381 Cuerda Separada
32 Foja 297 Cuerda Separada
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En ese tenor, es evidente que el Coordinador del lnstituto
de Evaluación Formación y Profesionalización, sí remitió a la
Visítaduría General, copia certifìcada del expediente completo de
la Evaluación de control de confianza praicticada al c. 

, documentales que fueron agregadas al
expediente administrativo núrnero  relativo al
P ROC E D IM I ENTO D E RES PONSABI LI DAD ADM I N ISTRATIVA;
y de las cuales se le corrió traslado a  

 por lo que es inconcuso que sí tuvo conocimiento
del contenido íntegro de las mismas; así como del resultado de
cada evaluación y el nombre de los profesionistas que las
realizaron, tan es así, que del escrito por el cual da contestación
a la queja interpuesta en su contratt, se desprende que hace
valer argumentos por los cuales pretende controvertir las
evaluaciones que le fueron practicadas, además hace mención
del nombre de las personas que las practicaron, por lo que se
reitera que resultan infundados los argumentos que hace valer.

En la tercera razon de impugnación, el demandante
argumenta esencialmente que:

La autoridad responsable decretó en mi contra una
ilegal sanción consistente en destitución del cargo,
causándome agravio, porque en dicha sanción, no se
actualizaron a plenitud todos y cada uno de los
requisitos de la individualización que se encuentran
contemplados en el ordinal 88 en sus fracciones l, ll y
Vll en concatenacíón con la fracción Vil del artículo 50
de la Ley Orgánica de la Procuraduría General de
Justicia del Estado, lo anterior toda vez de que son
requisitos indispensables para que proceda la
destitución o baja definitiva, la reincidencia y la
gravedad de la conducta, requisitos que no se colmaron
en el procedimiento instaurado en mi contra.

La Autoridad Responsable se extralimitó y se excedió
de la imposición de la sanción pues con independencia
de que la pena es excesiva y desproporcionada, la basó
en Ia NO APRoBACIÓN de Ia EVALUACIÓN
POLIGRÁFICA, es decir que no aprobé una evaluación
de cinco que me fueron practicadas y que de las cuales
cuatro resultaron aprobadas por lo que es evidente que

a

a

33 Fojas 434-453 Cuerda Separada
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la Autoridad Demandada aplicó una sanción (pena
máxima) que efectivamente se encuentra contemplada
en la Ley Orgánica de la Procuraduría General de
Justicia del Estado; pero que sin lugar a dudas, dicho
cuerpo normativo carece de la descripción de la

conducta prohibida (irreg ula ridad adm inistrativa).

La autoridad no expone una consideración jurídica
respecto al porque le otorga mayor eficacia probatoria
a la no aprobación de la Evaluación Poligráfica, que da

origen a la sanción consistente en destitución, si en el

caso que nos ocupa fueron aprobados los cuatro
exámenes restantes, es decir, la evaluación
socioeconómica, Psicológica, Toxicológica y Médica
pues como se insiste, la demandada omite de forma
razonada exponer en qué forma se ve disminuida o en
qué forma influye la no aprobación de la Evaluación
Poligráfica en el desempeño de mi función como

.

SEGUNDA PARTE. No se remitieron las constancias
relativas a los exámenes de control de confianza y de

personalidad, esto es, la interpretación de las gráficas

u orígenes gráficos, para estar en condición de rebatir

dichas interpretaciones realizadas por los evaluadores,
por lo que ante dicha situación se vieron vulnerados mis

derechos humanos de debido proceso y legalidad, al no

conocer las peculiaridades, razones y las causas que

dieron origen a la No aprobación de la evaluación
poligráfica que concluyó en una sanción de destitución

del cargo decretada en mi contra.

TERCERA PARTE. La Ley Orgánica de la Procuraduría

General de Justicia del Estado de Morelos adolece de

la clasificación de las conductas o faltas graves, tal

como se aprecia en la fracción lV del artículo 50 de la
Ley Orgánica que se tilda de inconstitucional, por lo que

ante la inexistencia de la clasificaciÓn de las conductas

resulta totalmente contrario a derecho la imposición de

una sanción a una conducta inexistente, de tal manera

que estamos ante la presencia de lo que se ha

determinado como leyes en blanco o leyes huecas.

Por lo que respecta a la inconstitucionalidad del

numeral 50 en su porción normativa lV de la Ley
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Orgánica de la Procuraduría General de Justicia del
Estado de Morelos, se conculca gravemente el
Principio de Reserva Legal, toda vez que se delega
facultades al Visitador General para que a juicio de este
funcionario público, determine otras faltas graves; así
también la porción normativa lV, del citado artículo, se
encuentra afectado de inconstitucionalidad pues
vulnera el Principio o Mandato de Determinación, toda
vez que la conducta prohibida, irregular o infracción
debe estai descrita en la Ley Orgánica en comento, de
manera completa e integral, sin márgenes de
indeterminación, que le den al Visitador General libre
arbitrio, y dependiendo su estado de ánimo,
subjetivamente imponga la sanción, sin observar algún
parámetro. De igual forma pero en su conjunto con los
ordinales 50, 87 y 88 de la Ley Orgánica de la
Procuraduría General de Justicia del Estado de
Morelos, incumplen con el principio o mandato de
taxatividad, porque carece de la clasificación de las
conductas o faltas graves y las conductas o faltas no
graves, así también adolece de los parámetros para la
imposición de las sanciones. Así mismo, no cumplen
con el principio de mandato de lesividad, pues no
establecen en qué condiciones la simple ,,no

aprobación del examen de evaluación poligráfica',
pueden genera una afectación o lesión a la función
estatal de garantizar la seguridad ciudadana. Esto
impide la apreciación del grado de gravedad de la
conducta, de la lesión y por tanto, imposibilita la
graduación de la sanción. Por tanto, se incumple con el
principio de proporcionalidad en la clasificación de las
conductas, en la graduación de la gravedad de las
mismas, así como de las posibles sanciones.

En ese contexto, la demandada sostuvo que:

Del contenido de los artículos 123 constitucional, inciso
B fracción Xlll y 69 de la Ley del Sistema de Seguridad
Pública del Estado de Morelos, los servidores públicos
que no cumplen con los requisitos que las leyes
vigentes exijan para continuar en el servicio activo,
podrán ser separados del cargo, en tales
consideraciones como se encontró acreditado en autos
del procedimiento administrativo bajo el cual se le
sujetó al ahora actor, no aprobó su evaluación de

o
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control de confianza, derivado de la naturaleza de la
irregularidad por la cual a la ahora actora se le sujetó a
procedimiento y finalmente se le sancionó, no se

requiere para la imposición de la sanción de destitución
del cargo la actualización de los elementos de
reincidencia en la conducta y gravedad.

Siguen siendo infundadas e inoperantes las razones de

impugnación esgrimidas por el promovente, ya que la
sanción decretada tiene su fundamento en lo previsto

en el artículo 87 fracción lV de la Ley Orgánica de la
Procuraduría General de Justicia del Estado de

Morelos, en consecuencia, no estamos ante una

sanción excesiva o desproporcional, puesto que está
prevista en la citada Ley Orgánica, de igual forma
porque el actor no realiza ningún estudio lógico por el

cual explique y sustente porque no procedía la sanción

decretada, y en consecuencia únicamente se limita a
afirmar que por el hecho de no haber aprobado la

evaluación poligráfica no debió de haberse aplicado la

sanción máxima, sin embargo como se advierte del

resultado integral, el actor no aprobó su evaluación de

control y confianza.

De igual forma es infundado el concepto de violación,
puesto que el conjunto de normatividades que fueron

invocados en la resolución controvertida para

determinar que no reúne el requisito para permanecer

en el cargo no exige valorar "como se ve disminuida o

cómo influye la no aprobaciÓn del examen en la función

que desempeña", puesto que la Ley Orgánica de la
Procuraduría Generalde Justicia del Estado de Morelos

al respecto en su artículo 30 párrafo ll inciso l) y 88

apartado B fracción Vl de la Ley General del Sistema

Nacional de Seguridad Pública imponen el deber de

aprobar su evaluación de control y confianza, mientras

que los ordinales 68 y 69 de la Ley del Sistema de

Seguridad Pública del Estado en concatenación con el

artículo 74 de la Ley General del Sistema Nacional de

Seguridad Pública contemplan que los servidores
públicos podrán ser separados del cargo si no

aprueban su evaluación de control de confianza, lo que

luego entonces presupone que basta con que no se

apruebe el proceso de control y confianza para

determinar que no se reúne con el requisito o la
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condición que la Ley vigente exige para que el mismo
pueda subsistir en el cargo, situación a circunstancias
que se tuvo por debidamente acreditada con las copias
certificadas del resultado integral de la evaluación de
control de confianza que fue emitida por el Centro
especializado; resultando errónea su apreciación de
que esta autoridad le dio pleno valor probatorio a la
evaluación poligráfica, cuando lo cierto es que se tomó
en consideración el resultado integral que fue emitido y
que lo tuvo por no aprobado.

SEGUNDA PARTE. Es totalmente inoperante e
insuficiente para decretar la nulidad de la resolución
recurrida, ello se estima así, puesto que como se
desprende de las copias certificadas que del
procedimiento de responsabilidad administrativa se
ofrecen, a foja 22 a la 107 obra las acopias certificadas
del expediente conformado con motivo de las
evaluaciones de control y confianza a las que fue
sometido el servidor público, luego entonces no existe
ninguna afectación a los intereses del actor, puesto que
conoce claramente las causas y los motivos por los
cuales no aprobó su evaluación, en tales circunstancias
no se vieron vulnerados sus derechos humanos de
debido proceso y legalidad como erróneamente lo
expone.

TERCERA PARTE. Es totalmente inoperante por
infundado, puesto que tampoco se requiere para la
imposición de la sanción que fue decretada al actor en
la resolución que se combate la actualizacion de que la
conducta sea grave, atendiendo a la naturaleza de la
irregularidad que le es imputada alahora actor, pues no
es necesario la actualización de este elemento a que
hace referencia por virtud de lo que establece el artículo
123 apartado B fracción Xlll d:e la constitución política
de los Estado Unidos Mexicanos; pues basta que el
servidor público no haya aprobado su evaluación de
control y confianza para determinar que no cumple con
los requisitos para permanecer en las instituciones de
seguridad pública que la ley vigente exige para que
proceda su separación o su remoción en elcargo, como
aconteció en la resolución impugnada. En
consecuencia, la sanción no fue decretada por analogía
o por mayoría de razon como inexactamente lo

a
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argumenta, ni se dejó a ponderación del Visitador
General.

No puede depararle alguna afectación a los intereses
del actor la resolución, cuando la sanción no se basó
en la gravedad de la conducta, por lo que las
argumentaciones que hace valer para sustentar sus

agravios, resultan inatendibles ya que se basan en

consideraciones totalmente ajenas al fundamento y

motivación de la resolución que se combate, al referirse
que la Ley Orgánica de la Procuraduría General de
Justicia del Estado adolece de un catálogo de

conductas graves, y que su determinación queda al

arbitrio delVisitador General, afirmando que la fracción
lV del artículo 50 de este ordenamiento se encuentra
afectada de constitucionalidad ya que a su parecer la

conducta prohibida debe de estar descrita en la Ley
para poder.determinar con proporcionalidad la sanción,
y que por tanto la Ley Orgánica al adolecer en todo su

afticulado de parámetros para clasificar las conductas

o faltas graves, resulta ilegal la determinación; sin

embargo la resolución que se combate no se basó en

estas ponderaciones que se hacen valer; y que desde

luego ponen de manifiesto que el actor no controviefte
ni los fundamentos, ni las consideraciones que sirvieron

de apoyo para su emisión, y que por tanto, toda vez que

los actos de autoridad están investidos de una
presunción de valides que debe de ser destruida, al no

hacerlo así deberá de quedar incólume al no existir
suplencia en la deficiencia de la queja.

El argumento del demandante que hace valer en el

sentido de que, es ilegal la sanciÓn consistente en destitución del

cargo, porque no se actualizaron a plenitud todos y cada uno de

los requisitos de la individualización que se encuentran

contemplados en el ordinal 88 en sus fracciones l, ll y Vll en

concatenación con la fracción Vll del artículo 50 de la Ley

Orgánica de la Procuraduría General de Justicia del Estado,

resulta inoperante, atendiendo las siguientes consideraciones:

De acuerdo con la conceptualización que han desarrollado

diversos juristas de la doctrina moderna respecto de los

elementbs de la causa petendi, se colige que ésta se compone

de un hecho y un razonamiento con el que se explique la
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ilegalidad aducida. Lo que es acorde con la jurisprudencia ja.lJ.
8112002, de la Primera sala de la suprema corte de Justicia de
la Nación en el sentido de que la causa de pedir no implica que
los quejosos o recurrentes pueden limitarse a realizar meras
afirmaciones sin sustento o fundamento, pues a ellos
corresponde (salvo en los supuestos de suplencia de la
deficiencia de la queja) exponer, razonadamente, por qué
estiman inconstitucionales o ilegales los actos que reclaman o
recurren; un razonamiento jurídico presupone algún problema o
cuestión al cual, mediante las distintas formas interpretativas o
argumentativas que proporciona la lógica formal, material o
pragmática, se alcanza uRa respuesta a partir de inferencias
obtenidas de las premisas o juicios dados (hechos y
fundamento). Lo que, trasladado ar campo judicial, en específico,
a los motivos de inconformidad, un verdadero razonamiento
(independientemente del rnodelo argume'ntativo que se utilice),
se traduce a la mínima necesidad de explicar por qué o cómo el
acto reclamado, o la resolución recurrida se aparta del derecho,
a través de la confrontación de las situaciones fácticas concretas
frente a la norma aplicable (de modo tal que evidencie la
violación), y la propuesta de solución o conclusión sacada de la
conexión entre aquellas premisas (hecho y fundamento). por
consiguiente, en los asuntos que se rigen por el principio de
estricto derecho, una alegación que se limita a realizar
afirmaciones sin sustento arguno o conclusiones no
demostradas, no puede considerarse un verdadero
razonamiento y, por ende, debe calificarse como inoperante; sin
que sea dable entrar a su estudio so pretexto de la causa de
pedir, ya que ésta se conforma de ra expresión de un hecho
concreto y un razonamiento, entendido por éste, cualquiera que
sea el método argumentativo, la exposición en la que el quejoso
o recurrente realice la comparación del hecho frente al
fundamento correspondiente y su conclusión, deducida del
enlace entre uno y otro, de modo que evidencie que el acto
reclamado o la resolución que recurre resulta ilegal; pues de lo
contrario, de analizar alguna aseveraeión que no satisfaga esas
exigencias, se estaría resorvíendo a partir de argumentos no
esbozados, lo que se traducirÍa en una verdadera suplencia de
la queja en asuntos en los que d.icha figura está vedada, lo
anterior ha sido sustentado en la tesis de Jurisprudencia de rubro
SigUiENtC: CONCEPTOS O AGRAVIOS INOPERANTES. OUÉ DEBE
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ENTENDERSE POR ''RAZONAMIENTO'' COMO COMPONENTE DE LA
CAUSA DE PEDIR PARA QUE PROCEDA SU ESTUDIO.34

En ese tenor, y toda vez que el demandante sólo refiere
que es ilegal la sanción consistente en destitución del cargo,
porque no se actualizaron a plenitud todos y cada uno de los

requisitos de la individualizacion, sin que haya realizado algún
razonamiento por el cual exponga el porqué de su aseveración,
este Tribunal considera que su argumento es inoperante.

Máxime, porque no combate las consideraciones que

sirven de sustento a la resolución de fecha dos de octubre de dos
I

mil diecisiete, emitida por Visitaduría General, específicamente
et apartado donde la autoridad demandada realiza el análisis de

Ios elementos para la individualización de la sanción,
establecidos en el artículo 88 de la Ley Orgánica de la

Procuraduría General de Justicia del Estado de Morelos; el cual
puede ser consultado a fojas 916 (reverso) a 919, del expediente

administrativo número 11 relativo al

PROCE DI M I ENTO DE RES PONSAB I LI DAD ADM I N ISTRATIVA,

que obra en cuerda separada.

Ahora bien, por lo que respecta al argumento del

demandante, en el que refiere que "/a Autoridad le impuso una

pena excesiva y desproporcionada, qLte só/o se basó en la NO

APROBACIÓN dE IA EVALUACIÓN POLIGRAFICA, AdEMáS dE

que no expone una consideración iurídica respecto al porque le

otorga mayor eficacia probatoria a la no aprobacion de la
Evatuacion Poligráfica, qLte da origen a la sancion consistente en

destitución, si en el caso que nos ocupa fueron aprobados /os

CuatrO eXámenes reSfanfes", además de que "no se remitieron

/as consf ancias relativas a /os exámenes de control de confianza

y de personal¡dad, para estar en condicion de rebatir dichas

interpretaciones realizadas por los evaluadores, por Io que ante

dicha si{uación se vieron vulnerados mis derechos humanos de

debido þroceso y legalidad, al no conocer las pecullaridades,

ÊzofieStl las causas que dieron origen a la No aprobacion de la

3a Época: Décima Época, Registro: 2010038, lnstancia: Tribunales Colegiados de

Circuito, Tlpo de Tesis: Jurisprudéncia, Fuente: Gaceta del Semanario Judicial de la

Federación, Libro22, Septiembre de 2015, Tomo lll, Materia(s): Común, Tesis: (V

Región) 2o. Jl1(10a.), Página: 1683
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evaluacion poligrafica que concluyo en una sanción de
destitución del cargo decretada en mi contra", resulta infundado.

Primeramente se patentiza, que la Ley Orgánica de la
Procuraduría General de Justicia del Estado de Morelos, que
estuvo en vigor hasta el día veintiséis de marzo de dos mil
catorce, establecía en las fracciones k) y r) der artículo 30, que
para permanecer como    , se debía
acudir a la realización de exámenes médicos, físicos de
personalidad, de conocimientos, de laboratorio, de no adicción,
de uso de sustancias psicotrópicas, enervantes, depresivos y
estupefacientes; y demás que sean necesarios para la debida
prestación del servÍcio; y, aprobar los exámenes que resulten
indispensables para asegurar la prestación der servicio.

Por su pafte, la Ley del sistema de seguridad pública del
Estado de Morelos, establece:

Artículo 8.- Los integrantes de las instituciones
policiales, peritos y ministerios públicos serán
considerados personal de seguridad pública y
deberán cumplir con lo dispuesto en la fracción XV,
del artículo 100 de la presente ley; por lo que se
sujetarán para su ingreso y permanencia a las
evaluaciones de ceftificación y control de confianza.

Artículo 68.- Las relaciones jurídicas entre /as
lnstituciones de Seguridad p(tblica, el personal
conformado por los cuerpos policíacos, peritos y
ministerios publicos se regirán por el apartado B, del
aftículo 123, de la Constitucion potítica de /os
Esfados Unidos Mexicanos, la propia del Estado, la
presente Ley y demás disposiciones legales
aplicables. Los agentes del ministerio publico, tos
peritos y los miembros de las instituciones policiales
del Estado y de los municipios, serán separados de
sus cargos de conformidad con /as dþos iciones
aplicables, y en caso de que no acrediten las
evaluaciones de control de confianza serán
removidos por incurrir en responsabilidad en el
desempeño de sus funciones.

Artículo "82.- Las instituciones de seguridad
pública estatal, municipal y tos auxiliares de
instituciones públicas, incorporarán unica y
exclusivamente al seruicio a quienes cuenten
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con las ce¡fificaciones que emita el Colegio,

sometiéndose a un proceso de evaluacion y
cumpliendo con los requisitos síguientes y por
cuanto hace a /os prestadores del servicio de
seguridad privada se someferán al reglamento
de Ia materia:

B. De Permanencia

XlX. Aprobar los procesos de evaluacion de

control de confianza;

Artículo 90.- La ce¡fificación es el proceso mediante
el cual los elementos de las instituciones policiales

se someten a las evaluaciones periodicas

establecidas por el Centro de Control de Confianza

correspondiente, para comprobar el cumplimiento de

/os perfiles de personalidad, éticos,

socioeconómicos y médicos, en los procedimientos
de ingreso, promocion y permanencia.

Añículo 91.- La ce¡'tificación tiene por obieto:

Reconocer habilidades, destrezas, actitudes,

conocimientos generales y específicos para

desempeñar sus funciones, conforme a los perfiles

aprobados por los ConseTbs Nacional y Estatal;

ldentificar los factores de riesgo que interfieran,

repercutan o pongan en peligro el desempeño de las

funciones policiales, con el fin de garantizar la

calidad de /os servicios, enfocándose a /os

sþuienfes aspecfos de /os integrantes de /as

i n stitucione s pol ici al e s :

a). Cumplimiento de los requisitos de edad y el peffil

físico,' médico y de personalidad que exiian las

d i sposicion e s apl ic ab I e s;

b). Observancia de un desarrollo patrimonial
justificado, en el que sus egresos guarden adecuada

proporción con sus rngresos;

c). \ Ausencia de alcoholismo o el no uso de

susfancias psicotrópicas, estupefacientes u otras

que þroduzcan efectos similares;

d). Ausencia de vínculos con organizaciones

delictivas;
e). Notoria buena conducta, no haber srdo

condenado por sentencia irrevocable por delito

doloso, ni estar suieto a proceso penal y no estar

suspendido o inhabilitado, ni haber sido destituido

por resolución firme como servidor público;

v

.\\\
N
\
\

S)

\
Ès
\
Ì..\

\J

.\)
Nî

.\'
\tl
.s\c\
Èr
N

S.\\
\
(\

IN

\
\)
\\

29



f). Cumplimiento de los deberes establecidos en esfa
Ley.

Artículo *100.- Con el objeto de garantizar el
cumplimiento de los principios consfffucionales de
legalidad, objetividad, eficiencia, profesionalismo,
honradez y respeto a los derechos humanos, /os
integrantes de las lnstituciones de Seguridad púbtica
se sujetarán a las siguientes obligaciones:

XV. Someterse a evaluaciones periodicas para
acreditar el cumplimiento de sus requisitos de
permanencia, así como obtener y mantener vigente
I a c e rf ifi c ació n re spectiv a ;

Arfículo *159.- Serán causas justificadas de
remoción, sin responsabilidad para las instituciones
de seguridad publica y por consiguiente srn
indemnización, previo desahogo del procedimiento
establecido en esta Ley, para los elemenfos de /as
institucÌones de seguridad pública y sus auxiliares:

Xxlll. No acreditar las evaluaciones y exámenes de
control de confianza;

Y, el Reglamento de ra Ley del sistema de seguridad
Pública del Estado de Morelos, dispone:

Arfículo 27.- La finalidad de las evaluaciones de
control de confianza practicadas por el Secretariado
Ejecutivo es coadyuvar con las tnstituciones de
SegurÌdad Publica y la procuraduría, en el proceso
de seleccion y permanencia del personal que forma
pañe de las mismas, valorando sus aptitudes físicas,
de salud, psicologicas, de confianza, así como su
entorno socioeconomico, para el desempeño de ta
funcion que tiene encomendada, lo que constituye el
elemento basico, obligatorio y permanente para su
formación.

Attículo 28.- Las evaluaciones de control de
confianza que, con carácter obligatorio, se
practicarán al personal para su ingreso y
permanencia en /as lnstituciones de Seguridad
Ptiblica y de la Procuraduría, en términos de la
normatividad aplicable son:

L Médica;
ll. Psicologica;
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I I l. I nvestigación Socioeconómica;
lV. Poligráfica, y
V. Toxicológica.

Attículo 29.- Las evaluaciones de control de
confianza se aplícarán a los agentes del ministerio
p(tblico, peritos, policías ministeriales o sus
equivalente,s, así como al personal operativo de las
Instituciones de Segurdad Pública, quienes deberán
considerar esta obligación dentro de su normatividad
interna.

Attículo 30.- En e/ caso de la evaluación toxicologica

/as lnstituciones de Seguridad Pública y la

Procuraduría, podrán ordenar su aplicación, sln
previo aviso o notificación, al elemento a evaluar,

considerando para e//o sus antecedentes en la
institución policial, para lo cual deberán coordinarse

con el Secretariado Ejecutivo.

En caso del personal de /as lnstituciones de

Seguridad P(tblica y la Procuraduría que resulten no

aptos en la evaluación toxicologica, sin iustificación
o acreditación de que su resultado es consecuencia

de prescripción médica por parte de alguna

institución pública de salud, será causa de remoción,

de conformidad con /as disposiciones iurídicas
aplicables.

A¡íículo 35.- Los resultados de las evaluaciones que

sean realizadas por los Centros de Evaluación de

Control y Confianza Federales, así como por
aquellos. que estén debidamente certificados en

términos de Ley, tendrán validez en el Estado."

los numerales reproducidos destaca, que los procesos

de eval ón de control de confianza serán obligator¡os para

y permanecer en la institución; que los exámenes que

n al proceso de evaluación son: evaluación médica,

n toxicológica, evaluación psicológica, evaluación

ómica y evaluación poligrâfica que las evaluaciones

rán por el Centro de Evaluación certificado; y, que serán

ustificadas de remoc¡ón, sin responsabilidad para las

nes de seguridad pública y por consiguiente sin

indemni
en esta

ón, previo desahogo del procedimiento establecido

, para los elementos de las instituciones de seguridad
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pública y sus auxiliares, No acreditar ras evaluaciones
exámenes de control de confianza.

Como puede apreciarse, la prueba de polígrafo está
prevista como parte del proceso de evaluación de control de
confianza y, por tanto, resulta de apricación obligatoria para los
miembros del servicio de carrera que deseen permanecer en la
institución, debido a que el proceso es requÍsito de permanencia.

En ese orden de ideas, parliendo de la premisa de que el
derecho humano de debido proceso contenido en el artículo 14
de la constitucíón Política de'los Estados unidos Mexicanos, y
en el artículo 8 de la convención Americana sobre Derechos
Humanos, tiene como principal finalidad que en el procedimiento
administrativo las autoridades respectivas sigan determinadas
reglas de índole procesal, para garantizar la emisión de un fallo
objetivo sobre la problemática a dilucidar, destacando el relativo
a la fase probatoria; este Tribunal considera que la evaluación
poligráfica como parte de los procesos de evaluación de control
de confianza, es legalrnente aplicable.

se estima así, porque el objetivo principal de los procesos
indicados es comprobar que los servjdores públicos cumplan con
los principios de legalidad, eficacia, profesionalismo, honradez,
lealtad, imparqíalidad y de respeto a los derechos humanos,
debido a que es obligación de ras Institución de seguridad y
Procuración de Justicia, garantizar ala sociedad una institucÍón
capaz, profesional, eÍtcaz y transparente, lo que sólo podrá
conseguir si queda acreditado que sus integrantes son éticos,
probos, rectos, comprometidos y eficientes, a través de los
procesos de evaluación de control de confianza.

Ahora bien, la valoración de las pruebas en el proceso de
evaluación de control de confianza es conjunta, pues de los
preceptos legales transcritos en líneas anteriores así se advierte,
por lo que resulta claro que el resultado de cada prueba tiene que
valorarse en relación con er resto de las evaluaciones, como son:
la médica, la toxicológica, la psicológica, de polígrafo y la
socioeconómica.

En ese tenor, es dabre estabrecer que el informe de
resultados que se emita respecto de los referidos exámenes tiene

v
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un valo absoluto, pues de ello depende la permanencia en el

servicio el servidor público; de ahí que en los procedimientos
admini

le que la autoridad se lo dé a conocer al servidor
público, ues dicha circunstancia puede ser desvirtuada con toda
prueba ue sea conducente, de lo contrario, se haría nugatorio
el dere o de audiencia y debido proceso del gobernado; pues

que, formalmente, el ordenamiento objetivo establezca
para que el interesado plantee su defensa; que

la posibilidad de ofrecer y desahogar medios de

n, o bien, que en el propio acto de inicio se le autorice a
el expedíente administrativo respectivo, sino que es

no ba

un pla

los

conteng
convicci
consu
necesa
de inici

hechos

precisi

de remoción con motivo de la no aprobación de
de control de confianza, es necesario e

que en el acto que se notifica, es decir, en el acuerdo

del procedimiento, se den a conocer y se precisen los

conductas infractoras que se atribuyan, a fin de que el

esté en posibilidad de realizar una adecuada y
oportun
que el

defensa de sus intereses. Por tanto, en los casos en

dimiento administrativo de separación se instruya

con de la no aprobación de los exámenes de control de

confia , êS necesario que la autoridad informe con toda

los hechos o conductas que den origen a tal

procedi

baste q
iento, esto es, los exámenes que no aprobó, sin que

informe que el servidor público resultó no apto en el

proceso de evaluación.

Jurispru

aplicable al caso en concreto la siguiente

de rubro y texto siguiente:

GUERDO DE INICIO DEL PROCEDIMIENTO DE SEPERRCIÓI'¡

E LA POLICíA FEDERAL. PARA RESPETAR LOS DERECHOS

AUDIENCIA Y DEBIDO PROCESO DEBE HACERSE

TAR EN ESE DOCUMENTO, CUÁLES SON LOS HECHOS

CONDUCTAS QUE DAN ORIGEN AL PROCEDIMIENTO, ESTO

LOS EXÁMENES DE CONTROL DE CONFIANZA NO

PROBADOS.35

e la interpretación sistemática de los artículos 14 de la Constitución

lítica de los Estados Unidos Mexicanos; 31 de la Ley de la Policía

'- Epoca ma Época, Registro: 2008560, lnstancia: Tribunales Colegiados de

Circuito, de Tesis: Jurisprudencia, Fuente: Gaceta del Semanario Judicial de la

Libro 15, Febrero de 2015, Tomo lll, Materia(s): Constitucional,

Admin Administrativa, Tesis: l.1o.A. Jl4 (10a.), Página: 2168
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Federal; 125, 142 y 143 del Manual del Consejo Federal de
Desarrollo Policial de la Policía Federal, se advierte que para
respetar los derechos de audiencia y debido proceso no basta que,
formalmente, el ordena.miento objetivo establezca un prazo para que
el interesado plantee su defensa; que contenga la posibilidad de
ofrecer y desahogar medios de eonvicción, o bien, que en el propio
acto de inicio se le autorice a consultar el expediente adrninistrativo
respectivo, sino que es necesario que en el acto que se notifica, es
decir, en el acuerdo de inicio del procedimiento, se den a conocer y
se precisen los hechos o conductas infractoras que se atribuyan, a
fin de que elgobernado esté en posibiridad de rearizar una adecuada
y oportuna defensa de sus intereses. por tanto, en los casos en que
el procedimiento administrativo de separación se instruya con
motivo de la no aprobación de los exámenes de control de
confianza, es necesario que la autoridad informe con toda precisión
los hechos o conductas que den origen a tal procedimiento, esto es,
los exámenes que no aprobó, sin que baste que informe que el
servidor público resultó no apto en el proceso de evaluación.

Ahora bien, de las constancias que obran agregadas en
autos, se tiene el acuerdo de fecha treinta de junio de dos míl
once36, a través del cual se orden o realizar el emplazamiento
correspondiente al probable responsable  

 con cargo de     del
Estado, y correr traslado con el juego de copias autorizadas de
las constancias exhibidas que contienen los hechos que se le
imputaron, dentro de las cuares se encuentra, el expediente en
el que constan las evaluaciones de control de confianza
practicadas al hoy actor37, las cuajes comprenden las
evaluaciones toxicológica, psicológica, médica, socioeconómica
y de polígrafo; el cual fue remitido por parte del coordinador del
lnstítuto de Evaluación, Formación y profesion alizacion, así
como el resultado integral de dichas evaluaciones, de fecha
nueve de junio de dos mil once38, suscrito y firmado por la
Licencíada   , en su carácter de
Directora General del centro de Evaluación y control de
confianza; acuerdo que le fue notificado al hoy actor, el uno de
julio del dos mil once, corriéndosele trastado con las
documentales de referencia, tar y como se desprende de la
constancia que obra a foja 417 del expedÍente administrativo
número 1, que obra en cuerda separada;

36 Fojas 406-416 Cuerda Separada
37 Fojas 297-381 Cuerda Separada
38 Fo¡a 297 Cuerda Separada
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públicos de valor probatorio pleno, en términos de
o en los artículos 490 y 491 del Código Procesal Civil

o Libre y Soberano de Morelos, de aplicación
com ria a la ley de la materia

e lo que se adviefte que al momento de comunicarle al

hoy de
hecho

ndante el inicio de la investigación, se le hizo saber el

medios
de que

creto que se le atribuía, corriéndole traslado con los

convicción en que se apoyaba la acusación; ello, a fin

adecu

docume
lo establ
para el

sostien
de la
por lo
prueba;

resol

con

dentro
contra,
deman

el procedimiento de investigación instaurado en su

a vez que tal y como se expuso, la autoridad
le dio a cohocer los resultados obtenidos en los

exámen
público

de control de confianza, a fin de que el servidor
estuviese en aptitud de defender sus intereses;

respetá ose su derecho de audiencia y debido proceso

quejoso estuviese en posibilidad de tener una defensa

; con lo cual se respetaron las formalidades esenciales

n relación al argumento del demandante en el que

que la Autoridad sólo se basó en la NO APROBACIÓN
UACIÓN POLIGRÁFICA, para determinar la sanción,

refiere que le otorgó mayor eficacia probatoria a dicha

de precisar que contrario a su aseveración, de la
de fecha dos de octubre de dos mil diecisiete3e, que

el acto impugnado, se desprende que la autoridad

da no sólo se basó en la "NO APROBACIÓN de la

EVAL lÓN POLIGRÁFICA" para imponer la sanción

const en destitución del empleo cargo o comisión que

de ñaba   , como  

sino lo fue en base al resultado integral de la

evalua ón de control de confianza de fecha nueve de junio

de dos mil once, el cual comprende al conjunto de las

evalua nes toxicológica, psicológica, médico,

soci nómico y de polígrafo, siendo la síntesis de estas la

sigu

"SE ENCONTRÓ OBESIDAD GRADO II QUE AUN ESTANDO EN

TRATAMIENTO AFECTAN SUS ACTIVIDADES FíSICAS Y

LABORALES QUE REQUIERE UN SEGUIMIENTO MÉDICO

PERMANENTE CON RESTRICCIONES EN SU DESEMPEÑO OE

FORMA TEMPORAL, POR LO QUE SE SUGIERE LA

3e Fojas a920 CuerdaSeparada
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REUBICACIÓN LABORAL. CUENTA CON UN REGISTRO DE
TIPO CRIMINAL EN EL SISTEMA AFIS DEL DIGISCAN. SU
INSEGURIDAD PUEDE OCASIONAR QUE SEA
INFLUENCIABLE AL INTENTAR SER ACEPTADO POR LOS
DEMÁS. POR LO GENERAL RESPONDE DE MANERA
APROPIADA A LA PROVOCACIÓN, PERO PUEDE
MANIFESTAR SU ENOJO DE MANERA INFANTIL O AGRESIVA
SIN MOTIVO APARENTE NO SE ENCONTRARON
INDICADORES DE FALTA DE VERACIDAD EN LAS
PREGUNTAS DEL EVALUADO. EN LA PROCURADURíA
GENERAL DE JUST|CIA (1997 A LA FECHA) EN DTVERSAS
OCASIONES RECI.BIÓ HASTA  DE PARTE DE LA
cTUDADANín corvlo "AGRADEcIMtENTo poR REALIzAR sus
FUNCTONES' MENCTONO QUE EN REPET|DAS VECES LES
"PIDIÓ A LAS VICTIMAS, DE MANERA No DIRECTA DINERo',
PARA nsí REALIZAR CoN RAPIDEZ DETERMINADA
INVESTIGncIÓru PoR Lo QUE HA RECI,BIDo HASTA 
poR ELLo. RerrRló euE EN ESE EMpLEo EN DIvERSAS
OCASIONES LE OFREC¡ERON HASTA  POR NO
DETENER A PERSONAS QUE COMETEN DELITOS, I.I¡cÓ
HABER AcEPTADo. nsí coMo EN DoS ocASIoNES LE
PIDIERoN QUE CAMBIARA u veRsIÓN DE LoS HEcHoS EN
LAS COMPARECENCIAS PARA BENEFICIAR A ALGUNA DE
LAS pARTES, ruEGó HABERLo HEcHo. EN 2002 uNA vEZ
FUE AcUSADo DE exToRcIÓN EN SU TRABAJo PoR Lo QUE
ESTUVO EN EL PENAL DOS MESES, FINALMENTE SNIIÓ
ABSUELTO DEBIDO A FALTA DE SUSTENTO. A DECIR DEL
EVALUADO ESO FUE POR UNA VENGANZA PERSONAL DEL
FUNctoNARto púeltco  euE ANTERToRMENTE
DETUVo. ruecó HABER coMETtDo DtcHA rxtoRslóru. EN
2001 EN UNA ocAslór.¡ DETUVo A  EL ENToNcES
DIRECTOR DE LA SECRETANíN Or SEGURIDAO PÚBLICN Or
TETEcALA poR posEstótt DE uN AUTo coN REpoRTE DE
RoBo PERo cUANDo Lo I-IevÓ PARA PoNERLo A
DISPOSICIÓru IE DIERON LA ORDEN DE QUE LO DEJARA IR,
NSí OUE LO HIZO SIN REALIZAR UN PROCEDIMIENTO. ruECÓ
HABERSE BENEFICIADO POR ELLO. MIENTRAS SE
ENCONTRABA COMISIONADO EN JOJUTLA EN UNA
ocnslóru HneinNt uN nuron¡óvll coN
REPORTE DE ROBO EL CUAL HNEÍRN ACUDIDO A RECOGER
Y NCC¡EIÓ UNA LLAMADA TELETÓruICN A SU CELULAR PARA
ADVERTIRLE QUE SI NO DEJABA ESE AUTO SC N¡TTERÍNTTI
CON SU FAMILIA Y DE LA MISMA MANERA AMENAZARON A
SU coMPRÑeRo. A DEcIR DEL EVALUADo DEScoNocE
coMo CoNSIGUIERoN sus ruÚurRos TELEFÓNICos, A Lo
QUE LLAMARON DE INMEDIATO A SU COMANDANTE Y LE
CONTARON LO SUCEDIDO Y ESA AUTORIDAD LES DIJO QUE
DEJARAN EL AUTO Y NO SE METIERAN EN PROBLEMAS.
POR LO QUE SE RETIRARON DEL LUGAR SIN PROCEDER DE
MANERA ADECUADA. EN DIVERSAS OCASIONES
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RESENCIÓ CUNADO SUS COMPAÑEROS SE QUEDARON
N LAS PERTENECíAS DE LOS DETENIDOS. REFIRIÓ QUE

, EN DOS OCASIONES SE BENEFICIÓ CON UNA CÁMARA
nÁrICn Y EN OTRo MOMENTO CoN . EN DoS

ONES HA TENIDO QUEJAS EN LA VISITADURÍR PON
USO DE AUTORIDAD. NO HUBO PROCEDIMIENTO POR

ELLO. HASTA DOS VECES POR SEMANA LES PEGÓ A LOS

ETENIDOS. NEGÓ HABER LESIONADO A ALGUNA
PERSONA DE GRAVEDAD. REFIRIÓ QUE SU COMPAÑERO

  CONSUME DROGAS ILEGALES EN

ORARIO DE TRABAJO Y QUE LA MAYORIA DE SUS

COMPAÑEROS LO SABE. CUANDO TENIA 18 AÑOS DE EDAD
VEZ CONSUMIÓ MARIHUANA. EN. 2OO9 CALO DOS

ES COCAíNA. REFIRIÓ OUE EN DIVERSAS OCASIONES

E OFRECIERON DROGAS ILEGALES. NEGÓ CONSUMO DE

ROGAS EN LOS ÚITIN¡OS DOS AÑOS. CADA FIN DE

EMANA LLEGA A TOMAR HASTA TERES LITROS DE

ERVEZA, EN MAYO DE 2011 TUVO OLVIDOS POR LOS

CTOS DEL ALCOHOL.'

lo que se colige que la autoridad no le otorgó mayor

eficacia
Poligráfi

probatoria a la no aprobación de la Evaluación

, pues tal y como se expuso, tomó en consideración el

resulta integral de la evaluación de control de confianza, el cual

compre de al conjunto de las evaluaciones toxicológica,
psicol , médico, socioeconómico y de polígrafo; aunado a
ello, es e resaltar que además del resultado "no apto" que se

reporte de la evaluación poligráficaao, también de la
conclusi n diagnóstica de la evaluación psicológicaa1, tuvo

como ictamen "no apto", y respecto a la evaluación

socl 6micaa2, así como la evaluación médicaa3, tuvieron

como ultado "apto con restricciones"; pol lo que en ese

tenor e evidente que contrario a lo que aduce el demandante,

no apro el resto de las evaluaciones.

recisándose además, que las defensas y excepciones

hechas valer por el entonces quejoso, al momento de dar

contes n a la queja iniciada en su contra, fueron tachadas de

rnopera tes por la autoridad demandada al momento de dictar la

resoluci n que constituye el acto impugnado que nos ocupa, sin

que el hoy demandante hubiese atacado lo vertido por la

tiene

ao Foja 333
at Foja362
42 Foia298
a3 Foja 318

Separada

Separada

Separada
Separada
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autoridad demandada, limitándose a insistir que la autoridad sólo
SC bASó EN IA NO APROBACIÓN dE IA EVALUACIÓN
POLIGRÁFtcA, para determinar la sanción, lo cual ya fue
desvirtuado.

En tales consideraciones y atendiendo ar hecho de que el
hoy demandante no aprobó de forma integral sus evaluaciones
de control de confianza; así como atendiendo a lo dispuesto en
el artículo 123, apartado B, fracción Xlll, de la constitución
Política de los Estados unidos Mexicanos, en relación con el
artículo 159, fracción XXlll, de ra Ley del sistema de seguridad
Pública del Estado de Moretos, no resulta excesiva o
desproporcional la sanción impuesta, como lo aduce el
demandante; pues resulta ser una causa justificada de remoción,
sin responsabilidad para las instituciones de seguridad pública y
por consiguiente sin indemnización, previo desahogo del
procedimiento, no acreditar las evaluaciones y exámenes de
control de confianza, siendo este un requisito para permanecer
en dichas instituciones.

Por último, en relación a lo que aduce el demandante en
el sentido de que la Ley orgánica de la procuraduría General de
Justicia del Estado de Morelos, adolece de la ctasificación de las
conductas o faltas graves, atendiendo a lo dispuesto en la
fracción lV del ar1ículo 50aa de la referida Ley orgánica, que tilda
de inconstitucional, porque a su parecer se conculca gravemente
el Principio de Reserva Legal, toda vez que se delega facultades
al Visitador General para que a juicio de este funcionario público,
determine otras faltas graves, resulta infundado.

44 ¡.RtÍCuLo 50'- La Visitaduría General, es el órgano de control intemo, investigación,
vigilancia, supervisión y.evaluacióa técnica-jurídiru ãé h procuradwla General de Jisticia;
en su carácter de autoridad sancionador4 a tavés de su titular o por conducto de sus
Subdirectores o los visitadores que tenga adscritos, previa la investigación de los hechos
denunciados, y en su momento el desahogo' del procedimiento administrativo
correspondiente, podrá imponer al persona el
desempeño de sus funciones, las sancioneé
En el caso de los Agentes del Ministerio
elementos de la poliJía Ministerial, la Visita ,i
aplicación de las siguientes sanciones y medidas disciplinarias:

investigación de los hechos denunciados;
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llo es así, toda vez que el precepto normativo del cual
se due , hace mención a la sanción consistente en la
"lmpo de multas de 10 a 15 días de salario mínimo general
vigente, por faltas graves, como desatencion probada a Ia

ía, desobediencia del superior jerárquico o descortesía
hacia I ciudadanía, compañeros de trabajo o superiores

s. Ofras faltas graves podran determinarse a juicio del
General, derivado de /os dafos que arroje Ia

investig cion de |os hechos denunciados;" sanción que en el

caso en icular no le fue impuesta, toda vez que su actuar no

ciudad

Visitado

tuvo su
el citad

aftículo
Pública

en alguna de las faltas graves a que hace mención
precepto normativo; pues tal y como ya se expuso, el

hoy d dante no acreditó las evaluaciones y exámenes de

control confianza, motivo por el cual se le impuso la sanción

te en remoción, en términos de lo establecido en el

59, fracción XXlll, de la Ley del Sistema de Seguridad

el Estado de Morelos.

n ese sentido, el contenido del citado precepto

, no le causa afectación alguna, pues la prueba de

control
confiab

e confianza tiene como objeto contar con elementos
y honestos que actúen con apego a la legalidad y a la

sional; y, que, en caso de no acreditarla, lo procedente

r al servidor público sin responsabilidad para la

depen que labore; y, además, que dicha circunstancia se

tar en el Registro Estatal del Personal de Seguridad

Pública; lo que tiene como finalidad la publicidad entre los

órgano de seguridad, de los nombres de las personas que no

son ap para el servicio público, por lo que no puede estimarse

e contra la Constitución Política de los Estados Unidos

os.

la cuarta raz6n de impugnación, el demandante

argume ta esencialmente que:

hecho de que resultara no aprobado en una de las cinco

uaciones que me fueron practicadas, no es atribuible a mi

rsona, al momento de acudir a las evaluaciones no llevaba

ícito la voluntad de no aprobar dichas evaluaciones, siendo

esta forma la ausencia del elemento dolo, como requisito

ispensable para individualizar la sanción correspondiente a

caso concreto.
n

d

u
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a La sentencia definitiva recurrida actualizaîlagrante violación al
principio de proporcionalidad, en el caso concreto, la queja
administrativa instaurada en mi contra se originó de ra no
aprobación de la evaluación poligráfica...la responsable omitió
cumplir con el requisito de motivación respecto del porque a su
criterio, la no aprobación de la evaluación porigráfica, fue tasada
por encima de las otras cuatro evaluaciones que, si fueron
aprobadas, violentándose las leyes de la aritmética.

En ese contexto, la autoridad demandada sostuvo que

Es totalmente inoperante para decretar la nulidad de la
resolución recurrida, ello es así, puesto que el servidor púbico
pretende controvertir respecto del valor de la evaluación
poligráfica en razón de las demás pruebas que le fueron
practicadas en su proceso de control y confianza, argumento
que resulta falso puesto que en la resolución se valoró el
resultado integral que lo tuvo por no aprobado, y no solo la
evaluación poligráfica como lo afirma. También resulta falso
que se haya sancionado por la no aprobación de la evaluación
poligráfica, pues como se desprende del contenido de la
resolución y en específico de las copias certificadas que del
procedimiento administrativo son ofrecidas, se tuvo por
acreditado fehacientemente que el actor resulto no aprobado en
su resultado integral, es decir en el resultado final de sus cinco
exámenes que conforman el proceso de evaluación de control
y confianza.

Es inoperante e inatendible el agravio del demandante, ya que
no controviefte la fundamentación y motivación con que cuenta
el acto impugnado, pues sus argumentos no van dirigidos a
descalificar el análisis que se realizó por parte de esta autoridad
para la actualización de su responsabilidad administrativa;
atendiendo a que no opera la suplencia de la queja deberá
quedar intocado lo relativo a la sanción y a las consideraciones
que sustentan que no reúne los requisitos exigidos por las leyes
invocadas en la resolución que se iecurre para continuar en su
cargo.

O

a

Los argumentos que vierte el demandante en el concepto
de impugnación que se estudia, guardan relación con lo aducido
en el argumento precedente (tercero).
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relación a su argumento, en el que refiere la ausencia
del e nto dolo, como requisito indispensable para
individu lizar la sanción, tal y como se expuso, resulta
rnopera
sirven d
mil diec

donde la autoridad demandada realiza el análisis de

s para la individualización de la sanción,
dos en el artículo 88 de la Ley Orgánica de la

Procura
puede

adminis
PROCE

dos mil
prueba

respons
concren

conside
reproch

alnoh
contravi
por lo q

eleme

dema nte

deman
basó
POLIG
que le

y como
que

te, toda vez que no combate las consideraciones que
sustento a la resolución de fecha dos de octubre de dos
iete, emitida por Visitaduría General, específicamente

ría General de Justicia del Estado de Morelos; el cual
consultado a fojas 916 (reverso) a 919, del expediente

número 11 relativo al

IMI ENTO DE RESPONSABI LI DAD ADM I N ISTRATIVA,

en cuerda separada.

de destacar que, por cuanto a la ausencia del

del dolo del que se duele el demandante; la propia

demanda en la resolución de fecha dos de octubre de

diecisiete, refiere que no se advierten elementos de

que señalen que el implicado incurrió en la

ilidad administrativa que se le atribuye con plena

a de colocarse en la misma, sino que se debe de

r que el resultado material de la conducta que le es

a es consecuencia de la propia naturaleza de las

nes de control de confianza que le fueron aplicados, y

r aprobado los procesos de control de confianza,

ne disposiciones de orden público y de interés social,

ese tipo de responsabilidad no participa dentro de los

del dolo o la mala fe; consideraciones expuestas por

ad, que no fueron refutadas por parte del hoy

bien, por lo que respecta al argumento del

, en el que vuele a insistir que la Autoridad sólo se

IA NO APROBACIÓN dE IA EVALUACIÓN

FICA, para imponerle la sanción, por lo que considera

rga mayor eficacia probatoria a dicha evaluación;

s que resultan infundados, por lo que se reitera lo

en el argumento precedente (tercero), toda vez que tal

e advierte de las constancias que obran en autos, en el

sta el expediente administrativo número

11 relativo al PROCEDIMIENTO DE
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RESPONSABILIDAD ADM|N|STRATIVA; ra autoridad no te
otorgó mayor eficacia probatoria a ra no aprobación de la
Evaluación Poligráfica, pues tomó en consideración el resultado
integral de la evaluación de control de confianza, el cual
comprende al conjunto de las evaluaciones toxicológica,
psicológica, médico, socioeconómico y de polígrafo.

En ese orden de ideas, como lo argumentado por la parte
demandante no resulta apto para desvirtuar la resolución
impugnada de fecha dos de octubre de dos mil diecisiete, dictada
dentro del expediente administrativo número
resulta incuestionable que lo conducente es confirmar su
legalidad.

UI. ANÁLISIS DE LAS PRETENSIONES DEMANDADAS

conforme el sentido de la presente resolución, la
prestación de su escrito de demanda marcada con el inciso A),
en la cual el actor pretende:

La declaración de nulldad lisa y llana del acto
impugnado.

Resulta improcedente, al no desviftuar la presunción de
legalidad con que gozan los actos de autoridad, por las razones
y fundamentos expuestos en el apartado precedente.

Tocante a la prestación señalada en el inciso A) | y A) ll;
en la que reclama:

La reinstalación al cargo que venía
desempeñando como

l, o en su caso indemnización
Constitucional;

El pago de la remuneración diaria ordinaria que
çorresponde a , cantidad que se deberá
pagar desde el día 23 de enero del año 2TlZ,fecha
en que fui ilegalmente suspendido y con
posterioridad fue decretada la destitución del cargo
que venía desempeñando, hasta que se de por
terminado eljuicio.

o

o
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aparta
improcedentes, en términos del artículo 123,

B, fracción Xlllas de la Constitución Política de los

Estados Unidos Mexicanos; y artículo 69a6 de la Ley del Sistema
de Seg dad Pública del Estado de Morelos, atento a que por

disposi
retnco

JUTCTO O io de defensa que se hubiere promovido; ahora bien,

por lo q respecta a la indemnización constitucional como el

los emolumentos posteriores a la separación, espago d

proce únicamente cuando el cese o remoción resulte ilegal,

Constitucional, en ningún caso procede la

ón al servicio, cualquiera que sea el resultado del

uí no acontece, de ahí que resulten improcedentes
staciones reclamadas por el actor.

lo anterior, la jurisprudencia número 2a.lJ

, emitida por la Segunda Sala de la Suprema Corte de

la Nación, publicada en el Semanario Judicial de la

lo que

dichas

o
1031201

Justicia
Fede

Consti

derecho, s

46 Artículo
podrán ser

ny
onal

su Gaceta XXX|l, julio 2010,
y Laboral, página 310, que

en materias
textualmente

establ

..SEGURIDAD PÚBLICA. LA PROHIBICION DE

REINSTALAR EN SU CARGO A LOS MIEMBROS
DE LAS INSTITUCIONES POLICIALES, PREVISTA
POR EL ARTÍCULO 123, APARTADO B, FRACCIÓN

XIII, DE LA CONSTITUCIÓN GENERAL DE LA

REPÚBLICA, REFORMADO MEDIANTE DECRETO

PUBLICADO EN EL DIARIO OFICIAL DE LA

FEDERACIÓN EL 18 DE JUNIO DE 2008, ES

APLICABLE EN TODOS LOS CASOS,

INDEPENDIENTEMENTE DE LA RAZÓN QUE

MOT¡VÓ EL CESE. Del citado precepto constitucional

45 Artículo B. XIII.
Los del Ministerio Público, los peritos y los miembros de las instituciones policiales

de la las entidades federativas y los Municipios, podrán ser separados de sus

cargos sl cumplen con los requisitos que las leyes vigentes en el momento del acto señalen

para en dichas instituciones, o removidos por incurrir en responsabilidad en el

desempeño de sus funciones. Si la autoridad jurisdiccional resolviere que la separación,

remoclon, cese o cualquier otra forma de terminación del servicio fue injustif,tcada, el

Estado estará obligado a pagar la indemnización y demás prestaciones a que tenga

que en ningun caso proceda su reincorporación al servìcio, cualquiera que sea el

resultado JUICTO O medio de defensa que se hubiere promovido.

integrantes de las Instituciones de Seguridad Publica y sus auxiliares,

de su cargo si no cumplen con los requisitos de las leyes vigentes, que

en el de la separación señalen para permanecer en las Instituciones, sin que proceda

SU o restitución, cualquiera que sea el juicio o medio de defensa para combatir

la y en su caso, sólo procederá Ia indemnización, que será otorgada por un importe

de salario otorgada por la resolución jurisdiccional correspondiente

.- Los

de tres
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se advierte que los miembros de las instituciones
policiales podrán ser separados de sus cargos si no
cumplen con los requisitos de permanencia o si
incurren en responsabilidad, con la expresa previsión
de que si la autoridad resolviere que la separación,
remoción, baja, cese o cualquier otra forma de
terminación del servicio fue injustificada, el Estado
sólo está obligado a pagar la indemnización y demás
prestaciones a que tengan derecho, sin que en ningún
easo proceda su reincorporación, cualquiera que sea
el resultado del juicio o medio de defensa que se
hubiere promovido. De lo anterior se sigue que a partir
de la aludida reforma la prohibición de reincorporación
es absoluta, lo que se corrobora con el análisis del
proceso relativo del que deriva que el Constituyente
Permanente privilegió el interés general por el
combate a la corrupción y la seguridad por encima de
la afectación que pudiere sufrir el agraviado la que, en
su caso, se compensaría con el pago de la
indemnización respectiva, por lo que
independientemente de la razón del cese tiene
preferencia la decisión del Constituyente de impedir
que los miembros de las corporaciones policiacas que
hubiesen causado baja se reincorporen al servicio.',

En relación al pago que recrama, de la remuneracíón diaria
ordinaria, desde el día veintitrés de enero del año dos mil doce,
fecha en que ref¡ere fue ilegalmente suspend¡do; es de
precisarse que resulta improcedente, toda vez que el acto
impugnado, lo es la Resolución Definitiva de fecha dos de
octubre de dos mil diecÍsiete; a través dê la cual, el Licenciado

   Agente del Ministerio público adscrito a la
Visitaduría General de la Fiscalía General del Estado, impuso
una sanc¡ón consistente en Destitución del empleo, cargo o
comisíón que venía desempeñando  

, como     , en el
Procedimiento de Responsabilidad Administrativa Número

', sin que en ningún momento el hoy
demandante hubiese señarado como acto impugnado la
suspensión que refiere o un su caso hubiese hecho valer algún
argumento tendente a controvertir la suspensión que tilda de
ilegal.

No pasa desapercibido para este Tribunal, que la autoridad
demandada, en la resorución de fecha dos de octubre de dos mil
diecisiete, que constituye el acto impugnado que nos atañe, en
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el res CUARTO, el cual se transcribe enseguida, señala
que no
percibir

procedente el pago de los emolumentos dejados de
nte la suspensión, al no actualizarse el último párrafo

del artí lo 6947 de la Ley Orgánica de la Procuraduría General
de Justi del Estado de Morelos, sin que en relación a ello, el

actor hu ese realizado manifestación alguna

- Con esta fecha se ordena levantar la medida provisional

en su eontra, consistente en la suspensión provisional del
que desempeña, sin que sea factible el pago de los

e lumentos dejados de percibir, por no actualizarse el último
p del artículo 69 de la Ley Orgánica de la Procuraduría

neral de Justicia del Estado de Morelos."

ora bien, para estar en condiciones de determinar lo
proced respecto de las demás prestaciones reclamadas en

la dema a, se atiende al informe rendido por el Director General

de Rec Humanos de la Secretaría de Administración del

vo del Estado de Morelos, mediante oficios número

9, recibido en la Sala

Espe zada el día veintidós de abril de dos mil diecinueveas, y

9, recibido en la Sala

da el día treinta de mayo de dos mil diecinueve4e, que

Poder E

Especia
arroja I

adminis

respon
preste

aE Fojas I
4e Fojas I

siguientes bases en

a del actor:

relación con la relación

1. Último 
 

2. Fecha de alta: 09 de mayo de 1997

3. Remuneración Diaria: La última remuneración diaria

pagada correspondió a la segunda quincena de junio

del año 2011, por el monto  
      precisando la

47 RRTíc 69

Enels esto que el servidor público suspendido temporalmente no resultare

pe

de los hechos que se le imputan, la dependencia o entidad en que

servicios, lo restituirá en el goce de sus derechos y le cubrirá las

que debió recibir durante eltiempo en se hallÓ suspendido.

125
t47

45



autoridad que si bien a través del oficio
 había informado que

"el monto diario era de    
  , tomando en consideracion Ia

clave 40 que corresponde a una remrJneración federal,
motivo por el cual no es de considerarse."

4. Estatus Laboral: Suspendido desde el 01 de julio de
2011

5. El último pago por concepto de agu,inaldo correspondió
al ejercicio fiscal 2010.

6. No se le adeuda la prestación de prima vacacion al, ya
que fue cubierta en tiempo y forma, durante el tiempo
que laboro el hoy actor.

7. De acuerdo al nivel que ostentó el actor como 
      en el grupo

4, no le correspondía la prestación denominada
Quinquenios, por no ser trabajador sindicarizado, en
términos de las condiciones Generales de trabajo del
Poder Ejecutivo Estatal.

8. No se cuenta con registro de pagos por concepto de
"Prima Dominical" a favor del actor.

Así también se tienen ros recibos de nóminas mecanizadas
firmadas por el c.   ,
correspondientes a la primera y segunda quincena de los meses
de abril, mayo y junio del año dos mil onceso, proporcionados

TOTAL:

Segunda parte: (03 de enero de
2011)

Primera parte: (10 de d rctem bre
de 201 0)

EJERCICIO FISCAL 201O

50 Fojas 181-190
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oficio número 51, por el Director
e Contabilidad de la Secretaría de Hacienda del Poder
del Estado del Morelos.

rmes que no fueron objetados por el demandante y

n plena validez probatoria, de conformidad con los

437 y 491 del Código Adjetivo Civil del Estado de

de aplicación complementaria a la Ley de la materia,

en consideración que fue emitido por Servidor Público

de documentos que obran en los archivos a su cargo y

cuanto a la prestación contenida en el inciso A) lll,

El pago de aguinaldo por todo el tiempo de servicios
prestados.

procedente condenar a la autoridad demandada a

demandante el aguinaldo proporcional del año dos

mil

N pasa desapercibido para este Tribunal, que la autoridad

da hizo valer la excepción de prescripción, pues alega

que co rme lo establecido en el artículo 200 de la Ley del

Sistem de Seguridad Pública del Estado de Moreloss2, las

derivadas de la relación administrativa del servicio de

entos de las instituciones de seguridad pública que

esa Ley prescribirán en noventa días naturales, por

uce que en obviedad ha transcurrido en demasía el

hacer valer cualquier acción

E de precisarse que la excepción de prescripción

prevista en el artículo 200 de la Ley del Sistema de Seguridad

Pública I Estado de Morelos, no opera de manera oficiosa, sino

rogada, en ese sentido, para que este Tribunal entre al estudio

de la da figura jurídica, la demandada debe hacerla valer al

de contestar la demanda y para estimar que la

excepcl n de prescripción se opuso adecuadamente, es

51 Foja 180
Las acciones derivadas de la relación administrativa del servicio de los elementos de las

seguridad pública que surjan de estâ Ley prescribirán en noventa días naturales, con
52 Artículo

excepción los casos previstos en los artículos siguientes.

47



necesario cumplir con los requisitos que permítan realizar el
estudio correspondiente; esto es, ra autoridad demandada debe
precisar, en términos generales, la acción o pretensión respecto
de la cual se opone, el momento en que nació el derecho de la
contraparte para hacerla valer, la temporalidad que tuvo para
disfrutarla, la fecha en que prescribió esa prerrogativa, así como
el fundamento legal o reglamentario o, en su defecto, la circular,
disposición administrativa o acuerdo en que se contenga;
elementos que, indudablemente, tenderán a demostrar que se ha
extinguido el derecho del actor para exigir el pago de dichas
prestaciones.

TÍenen aplicación en el caso, las tesis de jurisprudencia del
siguiente rubro y texto:

..PRESCRIPCIÓN 
PREVISTA EN EL ARTíCULO 2OO

DE LA LEY DEL SISTEMA DE SEGURIDAD PÚBLICA
DEL ESTADO DE MORELOS. NECESARIAMENTE
REQUIERE QUE SE HAYA OPUESTO COMO
EXCEPCIÓN PARA SER ANALIZADA POR EL
TRIBUNAL DE LO CONTENCIOSO ADMINISTRATIVO
DEL PODER JUDICIAL DE LA ENTIDAD53.

El artículo 200 de la Ley der sistema de seguridad
Pública del Estado de Morelos establece que, salvo
los casos de excepción previstos en la propia ley, tas
acciones derivadas de la relación administrativa det
servicio de los elementos de las instituciones de
seguridad pública que surjan de dicha l"y,
prescribirán en 90 días naturales. Sín embargo, en un
juicio de nulidad, er rribunat de ro contencioso
Administrativo del Poder Judicial de Ia entidad sólo podrá
entrar al estudio de tal figura jurídica si Ia parte
demandada la opuso como excepción ar contest ar ra
demanda, pues si bien es cierto que ra naturareza de la
relación jurídica entre los erementos de las Ínstituciones
de seguridad pública y er Estado es admínistrativa,
también lo es que elto no impide que se exija que la
prescripción se oponga como excepción, para estudiar
las prestaciones reclamadas como consecuencia de la

53 Épo"t' Décima Época. Registro: 2007810. lnstancia: Plenos de circuito. Tipo de Tesis: Jurisprudencia.
Fuente: Gacetadel SemanarioJudicial delaFederación.Libroll,octubre de2014,Tomoll.Mater¡a(s):
Administrativa. Tesis: pC.XVlll. J/6 A (10a.). página: 198g.
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prestación de sus servicios. Por lo que la autoridad no
podrá analizæ de mahera oficiosa si se actualizao no en
beneficio del demandado."

,.MIEMBROS DE LAS INSTITUCIONES DE
SEGURIDAD PÚBLICA. REQUISITOS PARA
ESTIMAR QUE LA EXCEPCIÓru OE PRESCRIPCIÓN
RESPECTO DE LAS PRESTACIONES PERIÓDICAS
DERIVADAS DE SU RELACIÓN ADMINISTRATIVA
CON EL ESTADO DE GUANAJUATO, SE OPUSO
ADECUADAMENTE.54

La excepción de prescripción de una obligación de pago
no opera de manera oficiosa, sino rogada, por lo que
compete al demandado hacerla valer. Esta última
característica se acentúa aún más en la materia
contenciosa administrativa, donde impera el principio de
estricto derecho; aspecto que, de acuerdo con el articulo
280, fracción lll, del Código de Procedimiento y Justicia
Administrativa para el Estado y los Municipios de
Guanajuato, obliga a la autoridad a formular su
contestación, plasmando claramente las excepciones y
defensas que estime pertinentes, a riesgo de que, en
caso contrario, esto es, ante su vaguedad o imprecisión,
no sean analizadas. Por tanto, para estimar que la
excepción de prescripción se opuso
adecuadamente, respecto de las prestaciones
periódicas derivadas de la relación administrativa
entre los miembros.de las instituciones de seguridad
pública y dicha entidad federativa, es necesario
cumplir con los requisitos que permitan realizar el
estudio correspondiente; esto êS, la autoridad
demandada debe precisar, en términos generales, la
acción o pretensión respecto de la cual se opone, el
momento en que nació el derecho de la contraparte
para hacerla valer, la temporalidad que tuvo para

' disfrutarla, la fecha en que prescribió esa
prerrogativa, así como el fundamento legal o
reglamentario o, en su defecto, la circular,
disposición administrativa o acuerdo del
Ayuntamiento en que se contenga; elementos que,
indudablemente, tenderán a demostrar que se ha
extinguido el derecho del actor para exigir el pago de
dichas prestaciones."

lo expuesto tenemos que, si bien, la demandada opuso

la n de prescripción en la contestación de la demanda,

54 Épo""' Época, Registro: 2014038, lnstancia: Tribunales Colegiados de Circuito, Tipo de Tesis:

Fuente: Gaceta del Semanario Judicial de la Federación, Libro 40, Marzo de 2017, TomoJ

lV, Mate

D

Administrativa, Tesis: XVl.1o.A. J/34 (10a.), Página: 2486
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sin embargo, no cumplió con todos los requisitos que permitieran
realizar el estudio correspondiente; esto êS, la autoridad
demandada no precisó el momento en que nació el derecho de
la parte actora para hacer valer la prestación de aguinaldo, la
temporalidad que tuvo para disfrutarla, la fecha en que prescribió
esa prerrogativa, así como el fundamento legal en que se
contengan; en ese sentido, al no haber cumplido con tales
requisitos, no es dable entrar al estudio de la figura jurídica
de la prescripción.

Ahora bien, de las pruebas documentales que obran en el
expediente en que se actúa, se tiene el informe de autoridad
rendido por el Director General de Recursos Hurnanos, de la
secretaría de Administración del Poder Ejecutivo del Estado
de Morelos, con número de oficio

19, recibido en la Sala
Especializada el día veintidós de abril de dos mil diecinuevess,
por el cual informó que el último pago por concepto de aguinaldo
correspondió al ejercicio fiscal 2010.

TOTAL:

Segunda parte: (03 de enero de
2011)

Primera parte: (10 de diciembre
de 201 0)

EJERCICIO FISCAL 201O

Y que después de haber realizado la revisión minuciosa en
la base de datos como en el expediente personal, no se encontró
adeudo alguno durante el periodo que laboró el hoy demandante,
ya que fue cubierta la prestación en tiempo y forma de acuerdo a
los calendarios establecidos por esa Dirección a su cargo.

Así también se tiene que el demandante fue suspendido
en fecha uno de julio de dos mil once, y que mediante
resolución de fecha dos de octubre de dos mil diecisiete, se
ordenó levantar la citada medida provisional de suspensión,
precisand la autoridad dema el oaoo

55 Fojas 120-125

ndada oue no era
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de bir durante la sus
por no ctualizarse el último párrafo del artículo 69 de la Ley

de la Procuraduría General de Justicia del Estado
sin que en relación a ello, el actor hubiese realizado

Orgán
Morelos
man ón alguna; así mismo en dicha resolución, se impuso
la sanc n de destitución del empleo, cargo o comisión de

General
ese contexto tenemos que, no obstante que el Director
de Recursos Humanos, de la Secretaría de

Admi del Poder Ejecutivo del Estado de Morelos,
informa ue no se le adeuda pago alguno a  

E

último
ejercici
suspen
adeuda
esto es
que a
conce
de octu
provis
factible
la sus

por concepto de aguinaldo; se advierte que el

por concepto de aguinaldo correspondió al
fiscal 2010; por lo que si el hoy demandante fue
o el uno de julio de dos mil once, se coligue que se le
I demandante la parte proporcional de esa anualidad,
el uno de enero al treinta de junio de dos mil once; sin

rtir de esa fecha se le deba cubrir algún pago por

de aguinaldo, toda vez que por resolución de fecha dos
re de dos mil diecisiete, se levantó la citada medida
al, precisando la autoridad demandada que no era

pago de los emolumentos dejados de percibir durante

sión, y se impuso la sanción de destitución al hoy actor;

resoluc que fue confirmada su legalidad en la presente

sentenc

E tales consideraciones, únicamente ha lugar a condenar
al pago el aguinaldo proporcional del año dos once, es decir del

día uno de enero al día treinta de junio de dos mil once, de

confo ad con la Ley del Servicio Civil del Estado de Morelos56,

que blece en su artículo 42, primer párrafo, lo siguiente:

"Attículo 42.- Lostrabajadores al servicio delGobierno del

Estado o de /os Municipios, tendrán derecho a un

aguinaldo anual de 90 días de salario. El aguinaldo

estará comprendido en elpresupuesto anual de egresos y

se pagará en dos partes iguales, la primera a más tardar el
15 de diciembre y Ia segunda a más tardar el 15 de enero

del año siguiente. Aquéllos que hubieren laborado una

56 Aplicable
Morelos.

conformidad con el artículo 105 de la Ley del Sistema de Seguridad Pública del Estado de

5't



pañe del año, tendrán derecho a recibir Ia pafte
proporcional de acuerdo con eltiempo laborado."

(Lo resaltado es de este Tribunal)

Atento a lo anterior, se condena a la demandada al pago
proporcional del aguinaldo, correspondiente al año dos mil
once, esto es del uno de enero al treinta de junio de dos mil once,
lo que nos da un total de seis meses, de tiempo laborado.

se precisa que, del informe rendido por el Director Generar
de Recursos Humanos de la secretaría de Administración del
Poder Ejecutivo del Estado de Morelos, mediante oficio número

9, recibido en la Sata
Especializada el día treinta de mayo de dos mir diecinuevesT, se
desprende que la citada autoridad refiere que la úttima
remuneración diaría pagada al demandante correspondió a la
segunda quincena de junio del año dos mll once, por el monto de

       y hace
la aclaración que si bien, a través del oficio

, había informado que el monto
diario era de      

), ello fue porque tomó en consideración la clave 40
(Dotación complementaria) que corresponde a una remuneración
federal.

sin embargo, la citada autoridad al informar el último pago
por concepto de aguinaldo señaló que correspondió al ejercicio
fiscal 2010, por un total de   

   , en ese tenor,
se desprende que el pago por dicho concepto, se le venía
efectuando al demandante en base a la percepción diaria por la
cantidad de      

, y no así por el monto de    
  , en tales consideracÍones y afecto de no

causar algún perjuicio al demandante, la cuantificación por la
prestación de aguinaldo se hará en base a la percepción diaria
por la cantidad de      

57 Fo¡as 146-147
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r tanto, la autoridad demandada deberá de pagar al
actor, r concepto de agu¡naldo la cantidad de 

      la
que se btiene después de realizar las siguientes operaciones
an

P r lo que respecta a la prestación contenida en el inciso
A) rv., nsistentes en

a El pago de prima vacacional por todo el tiempo de

servicios prestados.

Director
Admini
medi

recibido

dos m

mil di uevess, se informó que no se le adeuda pago alguno en

relación la prima vacacional a que tuvo derecho el actor, ya que

fue cu en tiempo y forma durante el tiempo que laboro

cual se corrobora además, con el recibo de nómina

mecanr firmada por el C.  
co iente a la segunda quincena del mes de junio del año

oncese, proporcionado mediante oficio número

improcedente, toda vez que del informe rendido por el

General de Recursos Humanos de la Secretaría de

ración del Poder Ejecutivo del Estado de Morelos

oficio número 
n la Sala Especializada el día veintidós de abril de dos

5E

59

Fojas 1

Fojas I

 lasuinatdo

proporcional por me"¡ 
*6

(meses) = 

TOTAL:

90 ui.. de aguinatdo 
*

  lsatario diario) =

 lasuinatao

anuat¡ / 12 lmeses¡ =

 lasuinaroo
proporcional por mes)

io DiarioSa

125
190
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0, por parte del Director General de contabiridad
de la secretaría de Hacienda del Poder Ejecutivo del Estado del
Morelos; del que se desprende que le fue cubierta la prestación
de Prima Vacacional el día dieciséis de junio de dos mil once.

Por cuanto a la prestación consignada en el inciso A) V.,
consistente en:

El pago de quinquenios.

Es improcedente, toda vez que el Director General de
Recursos Humanos de la secretaría de Administración del poder
Ejecutivo del Estado de Morelos mediante oficio número

19, recibido en ta Sala
Especializada el día veintidós de abril de dos mil diecinueveol,
informo que de acuerdo al nivel que ostentó el actor como 

     " en er grupo 4, no le
correspondía la prestación denominada Quínquenios, por no ser
trabajador sindicalizado, en términos de . ras condiciones
Generales de trabajo del Poder Ejecutivo Estatal.

Con respecto a la prestación referida en el inciso A) Vl, que
consiste en:

el pago o la exhibición de las constancias de las
aportaciones que el patrón tuvo que hacer al
INFONAVIT.

Resulta menester señalar que el lnstituto del Fondo
Nacional de la Vivienda para los Trabajadores, tiene como objeto
establecer y operar un sistema de financiamiento que permita a
los trabajadores obtener crédito barato y suficiente para la
adquisición en propiedad de habitaciones cómodas e higiénicas,
o bien, construirlas, repararlas, mejorarlas o pagar pasivos
adquiridos por tales conceptos, tal como refiere el artículo 123,
apartado B en su fracción Xl, inciso f) de la constitución política
de los Estados unidos Mexicanos; en ese sentido, si el actor
reclamó la prestación relacionada con el lnstituto del Fondo
Nacional de la Vivienda para los Trabajadores (lNFoNAVlr), es

a

60 Fo¡a l80
6rFojas l2O-125
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porque
demand

dolencia va encaminada a la abstención de las
as de cumplir con dicha prestación.

Si embargo, el demandante prestó sus servicios como
 adscrito a la Fiscalía del Estado

de s, por lo que la relación administrativa fue regida por lo
a la ley del Sistema de Seguridad Pública del Estadodispu

de More , el cual establece en su artículo 105, que lnstituciones
de Seg ridad Pública deberán garantizar, al menos las

previstas como mínimas para los trabajadores alp

servicio Estado de Morelos, y, en ese entendido tenemos, que

idad con los artículos 43, fracción Vlu' y 45, fracción
Ley del Servicio Civil del Estado de Morelos,

de

l163 de
ordena ientos legales aplicables; se reconoce como derecho de

adores al servicio del Estado, contar con las facilidadeslos tra
para habitaciones cómodas e higiénicas, de lo cual se

encarga el lnstituto de Crédito de los Trabajadores al Servicio
del Go erno del Estado de Morelos (ICTSGEM), no así el

lnstituto Fondo Nacional de la Vivienda para los Trabajadores
(rNFO vrT).

do de lo anterior y en cabal cumplimiento a la
eJ de amparo 6812019, la prestación reclamada por el

demand nte consistente en el pago o la exhibición de las
ones que tuvo que hacer al lnstituto del Fondo
I de la Vivienda para los Trabajadores, debe

a

Nacion
atende
Estado

terreno

impuestos

conforme a lo señalado en la Ley de Servicio Civil del

e Morelos, toda vez que en los dispositivos invocados

en el precedente, establece Ia obligación de los poderes

del o y Municipios, de proporcionar a sus trabajadores las

facilida posibles para obtener habitaciones cómodas e
higiéni , concediéndoles crédito para la adquisición de

del menor costo posible, o exceptuándolos de

impuest prediales respecto de las casas que adquieran, hasta

62 Artículo Los trabajadores de base del Gobierno del Estado y de los Municipios tendrán derecho a:

los beneficios que otorgue el Instituto de Crédito para los Trabajadores al Servicìo delVI.- Disfrutar
Gobierno del en su caso;

63 Artículo Los Poderes dei Estado y los Municipios están obligados con sus trabajadores a:

II.- Proporci narles las facilidades posibles para obtener habitaciones cómodas e higiénicas,

crédito para la adquisición de terrenos del menor costo posible, o exceptuándolos de

les respecto de las casas que adquieran, hasta la total terminación de su construcción o

del pago del rreno, siempre que con ellas se forme el patrimonio famìliar;
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la total terminación de su construccién o del pago del terreno,
siempre que con ellas se forme el patrimonio familiar.

Máxime que, de las constancias correspondientes a las
últimas remuneraciones del actor, allegadas en vía de informe
por el Director Ge'neral de Contabilidad de la FiscalÍa General del
Estado de Morelos64, se advierte que se rearizaron retenciones a
este por concepto de "cuota al ICTSG:EM".

En consecuencia, se condena a la autoridad demandada
para que exhiba las constancias de las aportaclones de
SEgUridAd SOCÍAI AI INSTITUTO DE CRÉDITO PARA LOS
TRABAJADORES AL SERVICIO DEL GOBIERNO DEL
ESTADO DE MORELOS (|CTSGEM), por todo et tiempo que
duró la relación administrativa, y, de no haberse hecho las
aportaciones correspondientes o haberse realizado
incorrectamente, se deberá haeer el pago retroactivo de las
mismas.

En relación a las prestaciones contenidas en el inciso A)
Vll y A) Vll, por las que reclama:

El pago o la exhibición de las constancias de las
aportaciones que el pa{rón tuvo la obligación de
hacer al IMSS.

El pago o la exhibición de las constancias de las
aportaciones que el patrón tuvo la obligación de
hacer al AFORE.

Prestaciones que son procedentes, por lo que se condena
a la autoridad demandada para que exhiba las constancias de
las aporlaciones retenidas al demandante, para el lNsTlruro
MEXICANO DEL SEGURO soclAl y de AFORE, y en et caso
de que no las hubiere realizado deberá hacer el pago
correspondiente, por todo el tiempo que duró la relación
administrativa.

Tocante al pago de la prestación contenida en el inciso A)
lX, consistente en.

o

6a Fojas 180-190.
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El pago de la prima dominical por todo el tiempo
que duró la relación.

Recu

improcedente, toda vez que el Director General de
Humanos de la Secretaría de Administración del Poder
del Estado de Morelos mediante oficio número

19, recibido en la Sala
Especia zada el día veintidós de abril de dos mil diecinueve65,

informo ue No se cuenta con registro de pagos por concepto de

o

tam se desprende de los preceptos de la Ley del Sistema,
que se revea el derecho a percibir el pago de una prima

E

"Prima

no de

domini
resulta

Si

solicitó

deficien
solicitó

ominical" a favor del actor, aunado a que el demandante
tró que tuviese derecho a dicha prestación, así

embargo, al tomar en cuenta que el demandante

mo prestación la reinstalación en el cargo, que resultó

a en el planteamiento, atento a que como se dijo, se

instalación y no indemnizaciones.

este sentido resulta procedente el pago al actor, de la
antigüedad por el tiempo del servicio prestado, toda

el artículo 105 de la Ley del Sistema de Seguridad

Estado de Morelos, establece que las lnstituciones

ridad Pública deberán garantizar, al menos las

nes previstas como mínimas para los trabajadores al

del estado de Morelos y generarán de acuerdo a sus

des y con cargo a sus presupuestos, una normatividad

imen complementario de seguridad social y
mientos, de conformidad con lo previsto en el artículo

, entonces, el actor no goza de dicho derecho, lo que

corde con los principios rectores del régimen especial
conteni en el artículo 123, apartado B, fracción Xlll, de la
Constitu ón Política de los Estados Unidos Mexicanos

S o estas, todas las prestaciones reclamadas por el

demand

tm ente, este Tribunal estima que se debe suplir la

E

prima
vez qu

Pública
de Se
prestaci

servicio
necesr

de
recon

123, a rtado B, fracción Xlll, tercer párrafo, de la ConstituciÓn

Política e los Estados Unidos Mexicanos

65 Fojas 1 t25
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Las prestaciones previstas como mÍnimas para los
trabajadores al servicio del estado de Morelos, se encuentran
previstas en la Ley del servicio civil del Estado de Morelos; esto
en términos de lo establecido por el artícuro 1" de esta Ley que
determina que esa Ley es de observancia general y obligatoria
para el gobierno estatal y los municipios del Estado de Morelos y
tiene por objeto determinar los derechos y obligaciones de los
trabajadores a su servicio.

Atento a lo expuesto, es procedente condenar a la
autoridad demandada al pago correspondiente, de
conformidad con la Ley del servicio civil del Estado de Morelos66,
que establece en su artículo 46,1o siguiente:

"A¡úículo 46.- Los trabajadores su7Þfos a la presente Ley,
tienen derecho a una prima de antigüedad, de
conformidad con las normas siguientes:
l.- La prima de antigüedad consistirá en el impofte de doce
días de salario por cada año de senticios;
ll.- La cantidad que se tome como base para et pago de la
prima de antigüedad no podrá ser inferior al salario mínimo,
si el salario que percibe el trabajador excede det dobte del
salario mínimo, se conslde rará esta cantidad como salario
máximo;
lll.- La prima de antigüedad se pagará a los trabajadores
que se separen voluntariamente de su empleo, siempre
que hayan cumplido quince años de seryicios por lo menos.
Asimismo, se pagará a /os que se separen por causa
justificada y a 1os que sean separados de su trabajo
independientemente de Ia justificación o injustificación de
la terminacion de /os efecfos del nombramiento; y
IV.- En caso de muerte del trabajador, cualquiera que sea
su antigüedad, la prima que corresponda se pagaiá a las
personas que dependían económicamente det trabajador
fallecido."

El artículo transcrito señara que los trabajadores tienen
derecho a una prima de antigüedad por el importe de 12 días de
salario por cada año de servicios prestados, que se pagará a
los trabajadores que se separen voluntariamente de su empleo,
siempre que hayan cumplido quince años de servicios por lo
menos. Asimismo, se pagará a los que se separen por causa

66 Aplicable de conformidad con el artículo 105 de la Ley del sistema de seguridad pública del Estado deMorelos.
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justifica y a los que sean separados de su trabajo
indepen ientemente de la justificación o injustificación de la

termina ón de los efectos del nombramiento

obstante que se ha confirmado la legalidad del acto
rmpugn , es procedente el pago de la prima de antigüedad,
con el i e a cargo del del Director General de Recursos
Hu de la Secretaría de Administración del Gobierno del

del e pleo, cargo o comisión que desempeñaba,
cum do una antigüedad de veinte años, cuatro
meses, veintitrés días, por lo que debe hacerse el cálculo del
pago d la prima de antigüedad en términos de la fracción ll del

Estado
instruyó
tiene qu

mayo d
de fec

artículo
ahí que

desde I

dos de

e MorelosoT, recibido por la Sala Especializada que
con fecha veintidós de abril de dos mil diecinueve, se
el demandante ingreso al servicio el día nueve de
mil novecientos noventa y siete, y por resolución
dos de octubre de dos mil diecisiete fue destituido

de la Ley del Servicio Civil del Estado de Morelos, de

cálculo de la prima de antigüedad se hace en base a

iecisiete; sin embargo, atendiendo a lo dispuesto en el

197, de la Ley del Sistema de Seguridad Pública del

e Morelos, que establece que la suspensión temporal

nal de seguridad pública, no significa la terminación de

fecha en que el demandante ingreso al servicio hasta el

ubre de dos mil diecisiete, fecha en que por resoluciÓn

dos sa mínimos generales que se encbntraba vigente en la
fecha q e se terminó la relación administrativa, esto es, el día

dos de bre de dos mil diecisiete

pasa desapercibido para este Tribunal que, con motivo

del pro imiento administrativo de responsabilidad que se le
inició al demandante, se le impuso la medida provisional de

suspen ón, a partir del uno de julio de dos mil once, misma que

se orde
dos mil

artículo
Estado

levantar con la resolución de fecha dos de octubre de

del

la rela administrativa, y toda vez que la prima de antigüedad

es una restación que tiene como presupuesto la terminación de

la relaci n y el derecho a su otorgamiento nace una vez que ha

conclui el vínculo que unía a la demandada con el actor, en

ese , es procedente el pago de la citada prestación

67 Fojas t22
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recaída al procedimiento administrativo , fue
destituido del empleo, cargo o comisión que desempeñaba.

A lo anterior es aplicable el siguiente criterio
jurisprudencial, que no obstante ser en materia raboral, orienta la
presente resolución:

..PRIMA DE ANTIGÜEDAD. SU MONTO DEBE
DETERMINARSE CON BASE EN EL SALARIO QUE
pencteíR EL TRABAJADoR at rÉRmlNo DE LA
RELACIÓN LABORAL.

En atención a que la prima de antigüedad es una
prestación laboral que tiene como presupuesto la
terminación de la relación de trabajo y el derecho a
su otorgamiento nace una vez que ha concluido el
vínculo laboial, en términos de los aftículos 162,
fracción ll, 485 y 486 de la Ley Federal delTrabajo, su
monto debe determinarse con base en el salario que
percibía el trabajador al terminar la relación laboral por
renuncia, muerte, incapacidad o jubilación, cuyo límite
superior será el doble del salario mínimo qeneral o
profesional vigente en esa fechaô8.

(El énfasis es nuestro)

De conformidad con las constancias que obran en autos,
así como de los informes rendidos por el Director General de
Recursos Humanos de la secretaría de Administración, y el
Director General de contabiridad de la secretaria de
Administración, ambos del poder Ejecutivo del Estado de
Morelos, se desprende que la úrtima remuneración ordinaria
diaria del demandante era por la cantidad de 

     

Ahora bien, el salario mínÍmo general que regía en el
Estado de Morelos el día dos de octubre de dos mil diecisiete, es

68 Contradicción de tesis 353/2010. Entre las sustentadas por los Tribunales Colegiados primero del Décimo
Octavo Circuito, Tercero en Materia de Trabajo del Primer Circuito, Séptimo ãn Materia de Trabajo del
Primer Circuito, el entonces Tribunal Colegiado en I! ateria de Trabajo iel Tercer Circuito, actual primero
en lvlateria de Trabajo del Tercer Circuito, el entonces Segundo Tribunal Colegiado del euinto Circuito,
actual Primero en Materias Civil y de Trabajo del Quinto Circuito, el euinto ãn Materia de Trabajo del
Primer Circuito y el entonces Tribunal Colegiado del Décimo Quinto Circuito, actual primero del Décimo
Quinto Circuito. 16 de febrero de 2011 cinco votos. Ponente: Sergio Salvador Aguìrre Anguiano. Secretaria:
Amalia Tecona Silva. Tesis de jurispruden cia 48/2lll.Aprobada por la Segundã Sala de éste Alto Tribunal,
en sesión privada del dos de marzo de dos mil once. Novena Época. RegËtro:L623L9.lnstancia: Segunda
Sala..lurisprudencia. Fuente: Semanario Judicíal de la Federaclón y s-u Gaceta. XÐCII, abril de 20L1,
Materia(s): Laboral Tesis: 2a /J 48/2OII página: 518
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, que multiplicado
por dos, nos da     

D las operaciones matemáticas realizadas anteriormente,
que la remuneración económica diaria que percibía else tiene

actor es e   
 mientras que el doble del salario mínimo vigente

el día de octubre de dos mil diecisiete, es de 

se conc
percibía

vigente
tanto,
pres

artículo

' atento a lo anterior,
ye que como la remuneración económica diaria que

I actor es superior al doble del salario mínimo general

el Estado de Morelos, el día de la remoción; por lo
debe tomar como base para el cómputo de esta
la cantidad de  

, en términos de lo establecido en la fracción ll del

6 de la Ley del Servicio Civil del Estado de Morelos.

lo que se sigue que la prima de antigüedad a que tiene

el actor es veinte años, cuatro meses, y veintitrés
alizando la operación que se indica a continuación se

que la parte demandada deberá pagar al actor la
de       

 por concepto de prima de antigüedad
el tiempo que duró la relación administrativa. Sin ser el

la condena se prolongue hasta el cumplimiento de este

biéndose pagar la prima de antigüedad desde el nueve
de may de mil novecientos noventa y siete, fecha en que

inició a restar sus servicios el actor, y hasta el día dos de

octub de dos mil diecisiete, fecha en la que fue destituido del

cargo, o comisión que desempeñaba.empleo,

D

derech
días.
concl
cantid

por

caso q

fallo por aberse confirmado la legalidad de la remoción del actor

ynoco plarlo así el dispositivo 46 de la Ley del Servicio Civil

del Es o de Morelos

Prima de

antigüedad
proporcional
por día

Prima de

antigüedad
proporcional por

mes

Prima de

Antigüedad por año
cálculo

salarios
Base dt

(dos

mínimos)

69
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Prima de antigüedad total

.08.12 =

20 años=
 * 4= 23 días =

VIII. EFECTOS DE LA SENTENCIA

Al resultar infundados e inoperantes ros agrav¡os del
demandante, se confirma la legalidad der acto reclamado; no
obstante, es procedente condenar a ra autoridad demanda al
otorgamiento de las prestaciones debidas al actor, consistentes
en:

El pago de la cantidad de   
      por

concepto de agu,inaldo, proporciona.t del año dos
mil once.

El pago de la cantidad de   
   

 por concepto de pri,ma de antigüedad.

Deberá exhibir las constancias de las aportaciones
de seguridad sociat at INSTITUTO DE CRÉDITO
PARA LOS TRABAJADORES AL SERVICIO DEL
GOBIERNO DEL ESTADO DE MORELOS
(IGTSGEM), por todo el tiempo que duró la relación
administrativa, y, de no haberse hecho las
apofiaciones correspondientes o haberse realizado
incorrectamente, se deberá hacer el pago retroactivo
de las mismas.

. Deberán exhibir las constancias de las apoñaciones
retenidas ar demandante, para er rNsTrruro
MEXTCANO DEL SEGURO SOCTAL y de AFORE, y
en el caso de que no las hubiere realizado deberá
hacer el pago correspondiente, por todo el tiempo
que duró la relación administrativa.

Lo que deberá hacer en el término improrrogable de DlEz
DÍAS contados a partír de que cause ejecutoria la presente
resolución e informar dentro del mismo término su cumplimiento

o
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uarta Sala Especializada en Responsabilidades
vas de este Tribunal, apercibiéndoles que en caso de

GUNDO. Por resultar infundados e inoperantes los

del demandante, se confirma la legalidad del acto

noh se procederá en su contra conforme a lo establecido
en los a culos 90 y 91 de la Ley de Justicia Administrativa del
Estado e Morelos

A icha observancia están obligadas las autoridades, que
ndo no han sido demandadas en el presente juicio, por

ones deban intervenir en el cumplimiento de esta
ny
s fun
nten Lo anterior, con apoyo en la tesis de jurisprudencia

por la Primera Sala de la Suprema Corte de Justicia
laN ón, de rubro y texto siguientes:

-AIJTORIDADES NO SEIVATADAS COMO
RESPO/VSABLES, ESTÁA' OBLIGADAS A
REALIZAR LOS ACTOS ÍVECESAR'OS PARA EL
EFICAZ CUMPLIMIENTO DE LA EJECUTORIA DE
AMPARO.TO

Aun cuando /as autoridades no hayan sido
designadas como responsab/es en el juicio de
garantías, pero en razon de sus funciones deban
tener intervencion en el cumplimiento de la ejecutoria
de amparo, están obligadas a realizar, dentro de /os
límites de su competencia, todos /os acfos necesarios
para el acatamiento íntegro y fiel de dicha sentencia
protectora, y para que logre vigencia real y eficacia
práctica."

lo expuesto y fundado, este Tribunal:

RESUELVE

MERO. Este Tribunal Pleno es competente para

conocer y resolver el presente asunto de conformidad con los

ientos vertidos en el primer punto de las razones yrazona
fun s de la presente resolución.

aú

SU

SE

SU

de

ag

S

rmpugn o consistente en la resolución de fecha dos de octubre

de dos mil diecisiete, que impone la sanción consistente en

172,605 Jurisprudencia, Materia(s): Común, Novena Época, lnstancia: Primera Sala,

Fuente: Judicial de la Federación y su gaceta, Tomo XXV, Mayo de 2007, Tesis: 1a.lJ 57/2007 ,

ToNo

Pâgina:144.
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DEST¡TUC|ÓN DEL EMPLEO CARGO O COMIS|óN, que
dCSCMPCñAbA COMO   EI

C.  . NO ObStANtE,

TERGERO. se condena a la autoridad demandada al
cumplimiento de las prestaciones por los montos' y forma
determinados en la parle considerativa Vlll de este fallo. Lo que
deberá hacer en el término improrrogabre de DtEz DÍAS
contados a parlir de que cause ejecutoria la presente resolución
e informar dentro del mismo término su cumplimiento a la cuarta
sala de este Tribunal, apercibiéndoles que en caso de no hacerlo
se procederá en su contra c-onforme a lo establecido en los
artículos 90 y 91 de la Ley de Justicia AdministratÍva del Estado
de Morelos.

cuARTo. Remítase testimonio debidamente autorizado
de la presente resolución al H. Tercer Tribunal colegiado en
Materias Penal y Administrativa del Decimoctavo circuito, en vía
de cumplimiento a la ejecutoria de amparo número 6g7t2o1g.

QUlNTo. :En su oportunidad archívese el presente asunto
como total y defínitivamente concluÍdo.

NOTIFÍQUESE PERSONALMENTE AI ACtOr Y POr OfiCiO A
las autoridades responsables.

Así por unanimidad de votos lo resolvieron y firmaron los
integrantes del Pleno det rribunal de Justicia Administrativa del
Estado de Morelos, Magistrado presidente y ponente en este
asunto, Licenciado en Derecho MANUEL GARCíA
QUINTANAR, Titular de ra cuarta sala Especializada en
Responsabilidades AdministrativasTl; Magistrado Maestro en
Derecho MARTíN JASSO DiAz, Titular de la primera sala de
lnstrucción; Magistrado Licenciado en Derecho GUILLERMO
ARRoYo cRUz, Titular de ra segunda sala de Instrucción;
Magistrado Doctor en Derecho JORGE ALBERTO ESTRADA
cuEVAS, Titular de la Tercera sala de lnstrucción; y Magistrado
MAEStTO EN DETEChO JOAQUíN ROQUE GONZ ETEZCEREZO,
Titular de la Quinta sala EspecÍalizada en Responsabilidades

71 En términos del artfculo 4 fracción I, en relación_con 
.la diqposición Séptima Transitoria de la Leyorgánica del rribunal de Justicia Administrativa del Es_tgdo de Morelos, fr6ri""or el dia .19 de julio de2017 en el Periódico Oficial ,,Tierra y L¡bertad,' número 5S14.
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nciada ANABEL SALGADO
de Acuerdos, quien autoriza y

a

CAP N, Secretaria

TRIBUNAL DE J TIVA
DEL ENP o

l
j

MAGISTRADO PRESIDENTE

LIC. EN D. NUEL GARCÍA QUINTANAR
LAR DE LA CUARTA SALA ESPECIALIZADA EN

RESPONSABI LI DADES ADM IN ISTRATIVAS

MAGISTRADO

M. EN D. DIAZ
INSTRUCCIÓNTIT LAR DE LA PRIMERA S D

LICENCI
LAR DE

ARROYO CRUZ
DA LA DE INSTRUCCION

DR. JORGE A ESTRADA CUEVAS

72 lbídem

LAR DE LA TERCERA SALA DE INSTRUCCIÓN
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M.E

BEL

MAGI

OQUE LEZ CEREZO
R DE LA QUINTA SA ESPECIALIZADA EN

RESPONSABILIDAD INISTRATIVAS

SE DE ACUERDOS

LICEN AA LGADO CAPISTRÁN

La Licenciada ANABEL SALGADO ISTRÁN, Secretaria General de Acuerdos, CERTIFICA: la
presente hoja de firmas lución emitida por este Tribunal de Justicia Administrativa
del Estado de

PUBLICO VIS

los, en el

A

n TJA/4"S ERA/O 1 7 1201 8, promovido por   
  , AGENTE DEL MINISTERIO

VISITADURíA GENERAL DE LA FISCALÍA GENERAL DEL
en ses¡ón de Pleno del día cuatro de noviembre de

contra del

ESTADO DE

dos m veinte
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"En términos de lo previsto en los artículos 6 fracciones IX y X de la Ley General de 
Protección de Datos Personales en Posesión de Sujetos Obligados; 3 fracción XXI, 
68 fracción IV, 113 y 116 de la Ley General de Transparencia y Acceso a la 
Información Pública; y 3 fracciones XXV y XXVII, 49 fracción VI, 84, 87 Y 167 de 
Ley de Transparencia y Acceso a la Información Pública del Estado de Morelos, en 
esta versión pública se suprime la información considerada legalmente como 
reservada o confidencial que encuadra en estos supuestos normativos ".
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